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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SOLICITUD número 3/2006 de ejercicio de la facultad de investigación, formulada por el señor Ministro Genaro 
David Góngora Pimentel. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

SOLICITUD DE EJERCICIO DE FACULTAD 
DE INVESTIGACION 3/2006. 

SOLICITANTE: MINISTRO GENARO DAVID 
GONGORA PIMENTEL. 

PONENTE: MINISTRO SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO. 

SECRETARIAS: LOURDES FERRER MAC-GREGOR POISOT. 

MARIA ESTELA FERRER MAC GREGOR POISOT. 

ENCARGADO DEL ENGROSE: MINISTRO JUAN N. SILVA MEZA. 

SECRETARIO: LUIS FERNANDO ANGULO JACOBO. 

México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
correspondiente al día seis de febrero de dos mil siete. 

VISTOS; y, 
RESULTANDO: 

PRIMERO.- Por escrito recibido el nueve de agosto de dos mil seis, en la Oficina de Certificación Judicial y 
Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Bárbara Zamora López y otros, 
ostentándose como grupo de ciudadanos mexicanos agraviados y sus representantes legales, solicitaron el 
ejercicio de la facultad de investigación a que se refiere el artículo 97, segundo párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto de los hechos acaecidos los días tres y cuatro de mayo 
de dos mil seis en los poblados de Texcoco y San Salvador Atenco, Estado de México. 

SEGUNDO.- Por acuerdo de catorce de agosto de dos mil seis, el Presidente de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente varios 1396/2006-PL, y determinó que los 
peticionarios carecían de legitimación para formular la solicitud relativa, concediéndoles un plazo de diez días 
hábiles para que presentaran elementos que acreditaran la hipótesis prevista en el segundo párrafo del 
artículo 97 constitucional, por si alguno de los Ministros consideraba pertinente solicitar el ejercicio de la 
facultad de investigación contenida en el precepto referido. 

TERCERO.- Por ocurso presentado el veintiocho de agosto de dos mil seis, Bárbara Zamora López aportó 
diversos elementos probatorios para sustentar la petición. 

CUARTO.- El señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, considerando que los elementos aportados 
arrojaban indicios de que los hechos acaecidos podían constituir por sí mismos graves violaciones a las 
garantías individuales, el día veintinueve de agosto de dos mil seis hizo suya la petición de ejercicio de la 
facultad de investigación de que se trata, manifestando, literalmente: 

“El día nueve de agosto de dos mil seis se recibió en la Oficina de Certificación 
Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal una solicitud dirigida a Usted, al 
señor Ministro Juan Díaz Romero y al que suscribe, formulada por ciudadanos 
encabezados por la licenciada Bárbara Zamora, para que se ejerza la facultad del 
artículo 97, párrafo segundo, de la Constitución Federal, y se averigüen hechos 
relacionados con una posible violación grave a las garantías individuales, 
realizada los días tres y cuatro de mayo del presente año en Texcoco y en San 
Salvador Atenco.--- El día catorce de agosto de dos mil seis, Usted dictó un 
acuerdo en el que después de declarar que los promoventes carecían de 
legitimación para solicitar la investigación, concedió un plazo de diez días 
hábiles para que presentaran elementos que acreditaran la hipótesis prevista en 
el precepto constitucional antes citado, a fin de que alguno de los Ministros 
pudiera solicitar dicho ejercicio.--- El día veintiocho de agosto recibí en mi oficina 
diversos elementos presentados por los promoventes, tendentes a probar la 
existencia de los hechos a que se referían en su escrito inicial.--- Después de 
revisar los elementos antes descritos, encuentro que existen indicios de que 
esos hechos pueden en sí mismos constituir graves violaciones a las garantías 
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individuales, por lo que he decidido hacer mía la petición de dicho escrito, razón 
por la cual, como miembro de este Organo Colegiado, solicito se forme el 
expediente respectivo y se turne a algún Ministro para la elaboración del 
proyecto, a fin de que sea el Tribunal en Pleno quien determine sobre la 
pertenencia (sic) de su ejercicio”. 

QUINTO.- Mediante proveído de treinta de agosto de dos mil seis, el Presidente de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la presente solicitud de facultad de 
investigación y la admitió; así mismo, ordenó dar de baja el expediente varios 1396/2006-PL, y turnar el 
expediente al señor Ministro Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 

CONSIDERANDO: 

PRIMERO.- Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es competente para 
conocer y resolver la presente solicitud de ejercicio de la facultad de investigación, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 97, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
10, fracción XI y 11, fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en razón de que se 
refiere a hechos que pudieran constituir una violación grave a las garantías individuales. 

SEGUNDO.- El solicitante cuenta con legitimación activa para pedir a esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación que ejerza, de oficio, la facultad de investigación prevista en el párrafo segundo del artículo 97 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En efecto, el precepto citado establece: 

“Artículo 97.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá nombrar alguno o 
algunos de sus miembros o algún Juez de Distrito o Magistrado de Circuito, o 
designar uno o varios comisionados especiales, cuando así lo juzgue 
conveniente o lo pidiere el Ejecutivo Federal o alguna de las Cámaras del 
Congreso de la Unión, o el Gobernador de algún Estado, únicamente para que 
averigüe algún hecho o hechos que constituyan una grave violación de alguna 
garantía individual. También podrá solicitar al Consejo de la Judicatura Federal, 
que averigüe la conducta de algún juez o magistrado federal”. 

De la norma constitucional transcrita, deriva que la facultad de investigación de hechos que sean 
susceptibles de entrañar violaciones graves a las garantías individuales, puede ser ejercida por esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación: 

a) De oficio; o, 

b) A petición de parte, siendo partes legitimadas para realizar tal solicitud: 

b.1. El Ejecutivo Federal; 

b.2. Cualquiera de las Cámaras del Congreso de la Unión, ya sea la de Diputados o la de Senadores; 

b.3. Los Gobernadores de los Estados. 

b.4. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal, pues aunque no se encuentra expresamente señalado en el 
párrafo segundo del artículo 97 constitucional, este Tribunal Pleno ha establecido criterio en el sentido de 
homologar, para tal efecto, al referido Jefe de Gobierno con los Gobernadores de los Estados, conforme a 
la tesis aislada número P. XXVIII/2003, publicada en la página 11, del tomo XVIII, del mes diciembre de 
2003, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en la Novena Epoca, de rubro: “DISTRITO 
FEDERAL. EL JEFE DE GOBIERNO TIENE LEGITIMACION ACTIVA PARA SOLICITAR QUE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION EJERZA LA FACULTAD PREVISTA EN EL 
PARRAFO SEGUNDO DEL ARTICULO 97 DE LA CONSTITUCION FEDERAL”. 
Refuerza lo anterior, la siguiente tesis de jurisprudencia sustentada por el Pleno de esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación número P./J. 19/2000, publicada en la página 34, del tomo XI, del mes de marzo de 
2000, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en la Novena Epoca, cuyo rubro y texto son los 
siguientes: 

“GARANTIAS INDIVIDUALES. QUIENES TIENEN LEGITIMACION ACTIVA PARA 
SOLICITAR LA AVERIGUACION DE VIOLACIONES GRAVES A ELLAS, DE 
ACUERDO CON EL ARTICULO 97 CONSTITUCIONAL. La intervención de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en investigación de violaciones graves a 
las garantías individuales, puede ser de oficio, cuando este Máximo Tribunal de 
la República lo estime conveniente, o a petición del titular del Poder Ejecutivo, de 
alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión o del gobernador de algún 
Estado, lo que implica que ninguna otra persona está legitimada para solicitarla”. 
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Así, a fin de determinar sobre la legitimación de quien solicita a este Alto Tribunal el ejercicio de la facultad 
en análisis, debe distinguirse entre su procedencia a petición de parte y de oficio, pues en el primer supuesto 
sólo estarán legitimadas las autoridades expresamente señaladas en el segundo párrafo del artículo 97 
constitucional, así como el funcionario que este Tribunal Pleno ha homologado a los Gobernadores estatales, 
mientras que tratándose del ejercicio de oficio, al ser de competencia exclusiva de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, debe entenderse que los Ministros que la integran están legitimados para elevar la 
solicitud respectiva al Pleno. 

En consecuencia, debe reconocerse legitimación al Ministro Genaro David Góngora Pimentel para solicitar 
el ejercicio de oficio de la facultad investigadora. 

TERCERO.- Previamente a analizar los pormenores del caso concreto para resolver sobre la procedencia 
o no del ejercicio de la facultad de investigación a que alude el artículo 97, párrafo segundo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, cabe hacer algunas precisiones respecto de la naturaleza de dicha 
facultad, así como de los elementos que se deben considerar para determinar sobre la procedencia de su 
ejercicio. 

En principio, cabe destacar un aspecto que ha sido materia de estudio en los casos precedentes, 
consistente en la falta de precisión en la Constitución Federal, así como de una ley reglamentaria de esta 
facultad, en la que se establezcan los criterios y lineamientos para determinar cuándo y cómo debe ejercerse 
la facultad de investigación atribuida a este Alto Tribunal. 

Por tanto, debe entenderse que la falta de previsión obedeció a la intención del Constituyente, al emitir la 
Constitución de mil novecientos diecisiete, y del Poder Reformador de la Constitución en sus reformas, de que 
esta Suprema Corte vaya definiendo esos elementos a través de la doctrina jurisprudencial, ya que ello 
permite dar un uso eficaz a la facultad, ajustando su ejercicio a las circunstancias y problemáticas sociales y 
políticas de cada momento histórico, con el fin de proteger eficazmente los derechos fundamentales. 

En ese sentido, este Tribunal Pleno considera necesario, en una nueva reflexión, definir dos aspectos 
esenciales de la facultad, como es su naturaleza y la conceptualización de hechos considerados como 
violación grave a las garantías individuales, como presupuesto del ejercicio de la facultad. 

I.- Naturaleza de la facultad de investigación. 

En los diversos precedentes en los que se ha discutido la naturaleza jurídica de la facultad de 
investigación prevista en el artículo 97, párrafo segundo, constitucional, se le consideró con el carácter de 
extraordinaria, al entenderse como una cuestión ajena a la vocación fundamental de este Tribunal 
Constitucional, por tratarse de una facultad no jurisdiccional, es decir, al no implicar un contradictorio que deba 
resolver en su carácter de árbitro; lo que llevó a establecer criterios en cierta forma rígidos para la procedencia 
de su ejercicio, que en realidad hacen difícil la intervención de este Tribunal Constitucional ante casos de 
evidente violación grave de garantías individuales. 

Ahora bien, como se verá de sus antecedentes históricos, que ya fueron analizados por este Tribunal 
Pleno al ejercer la facultad de investigación 2/2006 ─para definir aspectos distintos al que ahora se toca─, 
estamos ante una facultad ordinaria que debe ser ejercida por este Tribunal Constitucional, no debido a la 
excepcionalidad derivada de su naturaleza no jurisdiccional, ni mucho menos por la poca periodicidad con la 
que se ha ejercido, sino por la gravedad de los hechos que motiven la intervención del más alto tribunal del 
país, como se demostrará a continuación. 

Esta facultad tiene origen en el texto de la Constitución Federal de mil novecientos diecisiete, que disponía 
lo siguiente: 

“Artículo 97.- (…) 

Podrá también la Suprema Corte de Justicia de la Nación nombrar Magistrados 
de Circuito y Jueces de Distrito supernumerarios que auxilien las labores de los 
tribunales o juzgados donde hubiere recargo de negocios a fin de obtener que la 
Administración de Justicia sea pronta y expedita; y nombrará alguno o algunos 
de sus miembros o algún Juez de Distrito o Magistrado de Circuito, o designará 
uno o varios comisionados especiales, cuando así lo juzgue conveniente o lo 
pidiere el Ejecutivo Federal, o alguna de las Cámaras de la Unión, o el 
Gobernador de algún Estado, únicamente para que averigüe la conducta de algún 
juez o Magistrado Federal o algún hecho o hechos que constituyan la violación 
de alguna garantía individual, o la violación del voto público o algún otro delito 
castigado por la ley federal. (…)”. 
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Al efecto, existe una referencia en el proyecto que el Primer Jefe del Ejército Constitucionalista, encargado 
del Poder Ejecutivo de la Federación, presentó al Congreso Constituyente el primero de diciembre de mil 
novecientos dieciséis, en cuyo documento se expuso: 

“El poder Legislativo tiene incuestionablemente el derecho y el deber de 
inspeccionar la marcha de todos los actos del gobierno, a fin de llenar 
debidamente su cometido, tomando todas las medidas que juzgue convenientes 
para normalizar la acción de aquél; pero cuando la investigación no deba ser 
meramente informativa, para juzgar de la necesidad e improcedencia de una 
medida legislativa, sino que afecta a un carácter meramente judicial, la reforma 
faculta tanto a las Cámaras como al mismo poder ejecutivo, para excitar a la 
Suprema Corte a que comisione a uno o algunos de sus miembros, o a un 
magistrado de circuito, o a un juez de distrito, o a una comisión nombrada por 
ella para abrir la averiguación correspondiente, únicamente para esclarecer el 
hecho que se desea conocer; cosa que indiscutiblemente no podrían hacer los 
miembros del Congreso, los que de ordinario tendrían que conformarse con los 
informes que quisieran rendirles las autoridades inferiores”. 

Como se desprende de lo anterior, inicialmente se sugería que la Suprema Corte de Justicia serviría como 
una especie de recopilador de información para el Poder Legislativo, sin embargo, esto es incongruente con el 
texto aprobado, que tiene un alcance superior, pues no sólo dicho Poder puede instar a este Alto Tribunal, 
sino que también lo podían hacer el Presidente de la República, los Gobernadores de los Estados y la propia 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, oficiosamente. 

De lo anterior tenemos que el artículo 97 es creación de aquel Congreso Constituyente, pues no tiene un 
antecedente normativo claro y directo. 

Dicho precepto constitucional se reformó el seis de diciembre de mil novecientos setenta y siete, 
agregándose el actual párrafo tercero y modificando la redacción del párrafo anterior, suprimiendo la 
referencia a los delitos federales. En la exposición de motivos del Titular del Ejecutivo Federal, se manifestó lo 
siguiente: 

“El vigente artículo 97 constitucional, en su tercer párrafo, contiene la 
descripción de una serie de funciones y facultades de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación de índole muy diversa. Entre ellas se señala la posibilidad 
de iniciar investigaciones cuando se estime que se han cometido violaciones al 
voto público. 
Esta facultad fue plasmada por el Constituyente de 1917; empero, ha sido uno de 
los temas de mayor carácter polémico, por las múltiples interpretaciones de que 
ha sido objeto. No se han negado a definir con fijeza los alcances de la función 
que a este respecto tiene conferida nuestro más alto tribunal, ni las causas 
específicas por las que procede la investigación, ni los objetivos de la misma. 
Por esta razón, se ha sentido la ausencia de un criterio congruente en los 
diversos casos concretos en que se ha solicitado la práctica de la investigación. 
El que dicha facultad esté enunciada en forma muy escueta y aparezca concebida 
juntamente con otras funciones de carácter muy variado en un mismo periodo 
gramatical, hace que no se entienda claramente su sentido y que en su aplicación 
se incurra en contradicciones. Para evitar que por su poca inteligibilidad se 
convierta en nugatoria esta función que tiene conferida la Suprema Corte de 
Justicia, proponemos desarrollar precisando su naturaleza y los fines que debe 
perseguir la investigación. 
La mencionada atribución debe definirse dentro del marco del equilibrio de los 
Poderes Federales como un medio de control horizontal que tiene por objeto 
preservar el orden institucional y que será ejercida por la Suprema Corte 
únicamente en aquellos casos en que a juicio de la misma pudiera ponerse en 
duda la legalidad de todo el proceso de elección de las Cámaras del Congreso 
Federal o del Titular del Poder Ejecutivo. 
Al precisar, por una parte, esta facultad de la Suprema Corte en un solo párrafo 
del artículo 97, y por otra, con la adición al texto del artículo 60, en el cual queda 
establecido un recurso para impugnar la calificación del Colegio Electoral de la 
Cámara de Diputados de la elección de sus miembros, se introducirán, de ser 
aprobadas ambas propuestas, las mayores salvaguardas y garantías al voto 
público. 
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El ejercicio de esta facultad limitará la intervención de la Suprema Corte de 
Justicia al examen de la legalidad de la elección. La resolución que se emita no 
implicará el cuestionamiento de la investidura de los integrantes de los Poderes 
Legislativo o Ejecutivo que se encuentren en funciones ni será base para analizar 
la competencia de origen de los mismos, evitándose así los problemas que se 
originaron en otra época de nuestra historia y que fueron motivo de 
inestabilidades en el orden constitucional de la República. 
Es necesario que, como se establece para el recurso antes citado, la Suprema 
Corte no aparezca convertida en un órgano de anulación, en caso de que se 
constate la existencia de irregularidades en la elección, sino que su intervención 
se concrete a esclarecer posibles violaciones, lo cual se hará del conocimiento 
de los órganos electorales competentes para que éstos procedan en 
consecuencia. 
Por las anteriores consideraciones, se propone que en el actual tercer párrafo del 
artículo 97 constitucional se conserven las facultades de la Corte para designar a 
los funcionarios judiciales que se indica, a fin de que auxilien las labores de los 
tribunales o juzgados, o nombrar comisionados cuando así lo juzgue 
conveniente, o lo pida el Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del Congreso 
de la Unión o el gobernador de algún Estado, para averiguar la conducta de algún 
juez o magistrado federal, o algún hecho o hechos que constituyan la violación 
de alguna garantía individual. 
En un cuarto párrafo quedará la facultad de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación para practicar de oficio la averiguación de algún hecho o hechos que 
constituyan la violación del voto público, con los alcances y finalidades que han 
quedado especificados”. 

Luego, en la reforma judicial publicada el treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, 
se modificó nuevamente dicho precepto, con motivo de la introducción del Consejo de la Judicatura Federal y 
para armonizar dicha institución con las funciones indagatorias de este Alto Tribunal, se adicionó la parte final 
del segundo párrafo del citado precepto fundamental con la siguiente disposición: “…También podrá 
solicitar al Consejo de la Judicatura Federal, que averigüe la conducta de algún juez o magistrado 
federal”. 

Así pues, el artículo 97 constitucional vigente dispone, en sus párrafos segundo y tercero, lo siguiente: 
“Artículo 97. (…) 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá nombrar alguno o algunos de 
sus miembros o algún Juez de Distrito o Magistrado de Circuito, o designar uno o 
varios comisionados especiales, cuando así lo juzgue conveniente o lo pidiere el 
Ejecutivo Federal o alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, o el 
Gobernador de algún Estado, únicamente para que averigüe algún hecho o 
hechos que constituyan una grave violación de alguna garantía individual. 
También podrá solicitar al Consejo de la Judicatura Federal, que averigüe la 
conducta de algún juez o magistrado federal. 
La Suprema Corte de Justicia está facultada para practicar de oficio la 
averiguación de algún hecho o hechos que constituyan la violación del voto 
público, pero sólo en los casos en que a su juicio pudiera ponerse en duda la 
legalidad de todo el proceso de elección de alguno de los Poderes de la Unión. 
Los resultados de la investigación se harán llegar oportunamente a los órganos 
competentes”. 

Como se ve de los antecedentes históricos reseñados, ni el Constituyente de mil novecientos diecisiete, ni 
el Poder Reformador en las reformas efectuadas, definieron a la facultad de investigación como una facultad 
extraordinaria que debiera ejercerse aisladamente por este Alto Tribunal en términos de una interpretación 
rígida que cada caso ameritase, sino que se estableció como otro mecanismo, en cierta forma coadyuvante, 
para la defensa de los derechos fundamentales, que opera de manera diferente por tratarse de cuestiones 
diferentes, con un enfoque no jurisdiccional, pero al fin como una competencia ordinaria que debe ser ejercida 
siempre que se esté ante violaciones graves de garantías individuales, con el objeto de esclarecer los hechos 
y reorientar el ejercicio de las facultades de las autoridades competentes para resarcir dicha violación y, en su 
caso, de reparar sus daños y perjuicios. 
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Esta nueva apreciación sobre la naturaleza de la facultad de investigación, lleva a este Tribunal Pleno a 
replantearse los requisitos que ha establecido para la procedencia de su ejercicio en algunos precedentes, 
pues si no se está ante una facultad extraordinaria que deba ejercerse sólo en casos excepcionalísimos, sino 
de una facultad constitucional ordinaria que debe ejercerse cuando se actualice una violación grave de 
garantías individuales, ello necesariamente lleva a redefinir sus elementos de procedencia. 

II. Calificación de hechos que constituyen una violación grave de garantías individuales. 

Como se dijo con anterioridad, ni el Constituyente al aludir a la violación de garantías como presupuesto 
del ejercicio de la facultad, ni el Poder Reformador de la Constitución al señalar que procedería cuando exista 
violación grave a las garantías individuales, establecieron parámetros para determinar cuándo se está ante 
hechos con esas características. 

Por ello, esos elementos se han ido definiendo jurisprudencialmente en cada caso, como se advierte del 
análisis que se hizo por este Tribunal Pleno en la solicitud de ejercicio de facultad de investigación 2/2006, 
fallada en sesión de dieciocho de abril de dos mil seis, en la que se adujo lo siguiente: 

“QUINTO.- Marco jurisprudencial. Con base en esta experiencia, especialmente la 
derivada del Caso ‘Aguas Blancas’, este Tribunal ha sustentado varios criterios que 
explican su facultad de investigación y conforman así un marco de interpretación de 
referencia obligada, tanto en lo relativo a la legitimación activa de los solicitantes1, 
las características de la investigación2, los efectos del dictamen que habrá de 

                                                 
1 Ver tesis P./J. 19/2000: GARANTIAS INDIVIDUALES. QUIENES TIENEN LEGITIMACION ACTIVA PARA SOLICITAR LA 
AVERIGUACION DE VIOLACIONES GRAVES A ELLAS, DE ACUERDO CON EL ARTICULO 97 CONSTITUCIONAL. La intervención de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en investigación de violaciones graves a las garantías individuales, puede ser de oficio, 
cuando este Máximo Tribunal de la República lo estime conveniente, o a petición del titular del Poder Ejecutivo, de alguna de las 
Cámaras del Congreso de la Unión o del gobernador de algún Estado, lo que implica que ninguna otra persona está legitimada para 
solicitarla. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo XI, Marzo de 2000, página 34; tesis P.XXVIII/2003: 
DISTRITO FEDERAL. EL JEFE DE GOBIERNO TIENE LEGITIMACION ACTIVA PARA SOLICITAR QUE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACION EJERZA LA FACULTAD PREVISTA EN EL PARRAFO SEGUNDO DEL ARTICULO 97 DE LA CONSTITUCION 
FEDERAL. La nueva conformación política que desde mil novecientos noventa y seis tiene el Distrito Federal permite concluir que el 
jefe de Gobierno del Distrito Federal guarda similitudes fundamentales con los gobernadores de los Estados, porque se encuentra a 
cargo del Ejecutivo Local y de la administración pública de la entidad, fue elegido democráticamente mediante votación universal, 
libre, directa y secreta; de ahí su obligación de velar por la seguridad de sus gobernados. Por tanto, ante una eventual violación 
grave de garantías individuales, puede homologarse a los citados gobernadores para el efecto de reconocerle legitimación activa en 
términos de lo dispuesto en el artículo 97, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez 
que la legitimación activa de los gobernadores deriva de la función ejecutiva que ejercen, cuya finalidad es satisfacer el interés 
público. Además, debe considerarse que el Constituyente de mil novecientos diecisiete, cuando estableció dicha legitimación, no 
estuvo en aptitud de prever la mencionada conformación. Reclamación 291/2003. Jefe de Gobierno del Distrito Federal. 4 de 
noviembre de 2003. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: Genaro David Góngora Pimentel y Humberto Román Palacios. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretaria: Claudia Alatorre Villaseñor. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, 
Tomo XVIII, Diciembre de 2003, página 31. 
2 Ver tesis P. LXXXVII/96: GARANTIAS INDIVIDUALES. MARCO LEGAL DE LA INTERVENCION DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA EN LA AVERIGUACION DE LA GRAVE VIOLACION DE AQUELLAS. El segundo párrafo del artículo 97 constitucional 
establece que la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá nombrar comisionados especiales, cuando así lo juzgue conveniente 
o lo pidiere el Ejecutivo Federal o alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, o el gobernador de algún Estado, únicamente 
para que averigüe la conducta de algún Juez o Magistrado Federal; o algún hecho o hechos que constituyan una grave violación de 
alguna garantía individual. De lo anterior se advierte que la averiguación de hechos que puedan constituir grave violación de 
garantías individuales, no es una competencia jurisdiccional. Por tanto, este alto tribunal, no conoce, en esos casos, de una acción 
procesal, ni instruye o substancia un procedimiento jurisdiccional y, por ello, no puede concluir dictando una sentencia que ponga 
fin a un litigio. Igualmente, no procura, ante otro tribunal, la debida impartición de justicia y tampoco realiza lo que pudiera 
denominarse una averiguación previa a la manera penal, pues ello constituiría un traslape de la tarea investigadora con una 
averiguación ministerial, y además podría originar duplicidad o una extensión de las funciones encomendadas constitucionalmente 
a las Procuradurías de Justicia. Su misión es: averiguar un hecho o hechos y si tales hechos constituyen violación grave de alguna 
garantía constitucional. Atendiendo a este fin, y ante la ausencia de reglamentación del ordenamiento en comento, la actuación del 
máximo tribunal del país se circunscribe únicamente a inquirir la verdad hasta descubrirla, sin sujetarse a un procedimiento judicial. 
Solicitud 3/96. Petición del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerza 
la facultad prevista en el párrafo segundo del artículo 97 de la Constitución Federal. 23 de abril de 1996. Unanimidad de once votos. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo III, Junio de 1996, página 516; tesis P. LXXXVIII/96: 
GARANTIAS INDIVIDUALES. DIFERENCIAS DEL PROCEDIMIENTO EN LA AVERIGUACION PREVISTA EN EL SEGUNDO PARRAFO 
DEL ARTICULO 97 CONSTITUCIONAL, SOBRE LA VIOLACION GRAVE DE ELLAS Y EL DEL JUICIO DE AMPARO. Uno de los 
principales propósitos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es garantizar los derechos fundamentales del 
hombre, para lo cual propone procedimientos tendientes a evitar la infracción a esos derechos fundamentales, mediante el juicio de 
amparo, o bien, en el caso de una violación grave y generalizada de garantías individuales, la intervención de este alto tribunal en la 
averiguación de los hechos, para precisar esas infracciones, y con la intención de que cese la violencia y alarma y se propicie el 
regreso al respeto a las garantías individuales. Las diferencias de estos procedimientos son, básicamente las siguientes: a) El juicio 
de amparo procede a petición del agraviado; en el procedimiento del 97, por el contrario, se actúa de oficio, por propia decisión de 
la Suprema Corte de Justicia, o a petición del Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión o el gobernador de 
algún Estado; b) En el amparo se trata de un juicio o proceso y, el artículo 97 constitucional se refiere a una averiguación de hechos 
que constituyan una grave violación de garantías individuales; c) En el juicio de amparo se concluye con una sentencia, pero que 
admite sobreseimiento por razones técnicas o materiales; en el 97, con un informe sobre los hechos averiguados y una 
consecuente decisión de si constituyen, o no, una grave violación de garantías individuales; d) En el juicio de amparo se conoce de 
violación de garantías que sólo afectan a una o varias personas, sin trascendencia social; en el caso del artículo 97, las violaciones 
deben ser generalizadas, es decir, que se trate de violaciones graves;y, e) En el amparo se pretende evitar que la violación de 
garantías se consume para restituir al gobernado en el goce de la garantía violada, o en caso de estar consumado irreparablemente 
el acto reclamado sobreseer, mientras que la averiguación del 97 versa sobre hechos consumados. Solicitud 3/96. Petición del 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerza la facultad prevista en el 
párrafo segundo del artículo 97 de la Constitución Federal. 23 de abril de 1996. Unanimidad de once votos. Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo III, Junio de 1996, página 514. 
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producirse de realizarse la investigación de mérito3, y a los casos en que puede 
considerarse que se trata de hechos que impliquen las violaciones graves, a que 
hace referencia el artículo 97 constitucional. 

De estos criterios es factible abstraer algunos parámetros orientadores acerca 
del contenido de esta facultad y de cuándo procede que este Alto Tribunal 
acuerde favorablemente la realización de una investigación4, sin que esto en 
ningún momento desmerezca o soslaye la discrecionalidad que la Constitución 

                                                 
3Ver tesis P. XC/96: GARANTIAS INDIVIDUALES. EL RESULTADO DE LA AVERIGUACION PREVISTA EN EL SEGUNDO PARRAFO 
DEL ARTICULO 97 CONSTITUCIONAL, DEBE HACERSE DEL CONOCIMIENTO DE LAS AUTORIDADES QUE SE ESTIMEN 
COMPETENTES. La interpretación literal del párrafo segundo del artículo 97 no es operante para estimar que una vez concluida la 
averiguación de algún hecho o hechos que constituyan una grave violación de alguna garantía individual, después de informar al 
Pleno de la Suprema Corte, proceda el archivo del informe respectivo como asunto concluido, bajo el argumento que el precepto 
citado no establece cuál deberá ser el destino de ella. En efecto, los párrafos segundo y tercero del artículo 97 constitucional prevén 
la facultad extraordinaria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para averiguar: en el primer caso, la existencia de una 
violación grave y generalizada de las garantías individuales; y en el segundo, la violación al voto público, pero sólo en el caso de 
que a su juicio pudiera ponerse en duda la legalidad de todo el procedimiento de elección de alguno de los Poderes de la Unión. Sin 
embargo, en el segundo párrafo se señala quiénes deben llevar a cabo la averiguación, y los designa como "comisionados"; en el 
tercer párrafo no se hace tal precisión. Por ello, si en el segundo párrafo no se indica el manejo de los resultados de la 
averiguación, debe entenderse que es aplicable lo dispuesto en el tercero, el cual indica que se hará llegar oportunamente el 
informe a los órganos competentes. Estas diferencias permiten establecer la necesidad de interpretar conjunta y sistemáticamente 
ambos párrafos, pues no podría decirse que por la sola circunstancia de que en el párrafo tercero no se precisa la designación de 
comisionados para llevar a cabo la averiguación, ésta no pudiera efectuarse, sino que, entendiéndose de manera concordante con 
el ejercicio de igual facultad a la que alude el párrafo segundo resulta inconcuso que para su desarrollo debe la Suprema Corte 
comisionar a alguno o algunos de sus miembros. Consecuentemente, por identidad de razón, y bajo el mismo sistema de 
interpretación, aun cuando en el párrafo segundo no se precise el destino final del resultado de la averiguación, esa omisión ha de 
interpretarse a la luz del párrafo tercero, en el sentido que los resultados del mismo deberán hacerse llegar oportunamente a los 
órganos que en principio pudieran resultar competentes. Solicitud 3/96. Petición del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 
para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerza la facultad prevista en el párrafo segundo del artículo 97 de la 
Constitución Federal. 23 de abril de 1996. Unanimidad de once votos. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Epoca, Tomo III, Junio de 1996, página 515. 
4 Ver tesis P. LXXXVI/96: GARANTIAS INDIVIDUALES. CONCEPTO DE VIOLACION GRAVE DE ELLAS PARA LOS EFECTOS DEL 
SEGUNDO PARRAFO DEL ARTICULO 97 CONSTITUCIONAL. Las violaciones graves de garantías a que se refiere dicho artículo, son 
hechos generalizados consecuentes a un "estado de cosas", acaecidos en una entidad o región determinados, y su averiguación 
tiene lugar cuando ocurren acontecimientos que debiendo ser afrontados y resueltos por las autoridades constituidas con estricto 
apego al principio de legalidad, esos acontecimientos no se logran controlar por la actitud de la propia autoridad, produciéndose, 
en consecuencia, violaciones a los derechos fundamentales de los individuos. Por ende, la grave violación de garantías individuales 
se actualiza cuando la sociedad no se encuentra en seguridad material, social, política o jurídica, a consecuencia de que: a) Las 
propias autoridades que deben proteger a la población que gobiernan, son las que producen o propician los actos violentos, 
pretendiendo en tal forma obtener una respuesta disciplinada, aunque aquéllos sean violatorios de los derechos de las personas y 
de las instituciones. b) Que frente a un desorden generalizado las autoridades sean omisas, negligentes o impotentes para encauzar 
las relaciones pacíficas de la comunidad, o bien que sean totalmente indiferentes en obtener el respeto a las garantías individuales. 
Solicitud 3/96. Petición del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerza 
la facultad prevista en el párrafo segundo del artículo 97 de la Constitución Federal. 23 de abril de 1996. Unanimidad de once votos. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo III, Junio de 1996, página 459; tesis P. LXXXIX/96: 
GARANTIAS INDIVIDUALES (DERECHO A LA INFORMACION). VIOLACION GRAVE PREVISTA EN EL SEGUNDO PARRAFO DEL 
ARTICULO 97 CONSTITUCIONAL. LA CONFIGURA EL INTENTO DE LOGRAR LA IMPUNIDAD DE LAS AUTORIDADES QUE ACTUAN 
DENTRO DE UNA CULTURA DEL ENGAÑO, DE LA MAQUINACION Y DEL OCULTAMIENTO, POR INFRINGIR EL ARTICULO 6o. 
TAMBIEN CONSTITUCIONAL. El artículo 6o. constitucional, in fine, establece que "el derecho a la información será garantizado por 
el Estado". Del análisis de los diversos elementos que concurrieron en su creación se deduce que esa garantía se encuentra 
estrechamente vinculada con el respeto de la verdad. Tal derecho es, por tanto, básico para el mejoramiento de una conciencia 
ciudadana que contribuirá a que ésta sea más enterada, lo cual es esencial para el progreso de nuestra sociedad. Si las autoridades 
públicas, elegidas o designadas para servir y defender a la sociedad, asumen ante ésta actitudes que permitan atribuirles conductas 
faltas de ética, al entregar a la comunidad una información manipulada, incompleta, condicionada a intereses de grupos o personas, 
que le vede la posibilidad de conocer la verdad para poder participar libremente en la formación de la voluntad general, incurren en 
violación grave a las garantías individuales en términos del artículo 97 constitucional, segundo párrafo, pues su proceder conlleva a 
considerar que existe en ellas la propensión de incorporar a nuestra vida política, lo que podríamos llamar la cultura del engaño, de 
la maquinación y de la ocultación, en lugar de enfrentar la verdad y tomar acciones rápidas y eficaces para llegar a ésta y hacerla 
del conocimiento de los gobernados. Solicitud 3/96. Petición del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos para que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ejerza la facultad prevista en el párrafo segundo del artículo 97 de la Constitución Federal. 23 de abril 
de 1996. Unanimidad de once votos. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo III, Junio de 1996, 
página 513, y tesis P.XLIV/97: FACULTAD DE INVESTIGACION DE LA SUPREMA CORTE CON BASE EN EL ARTICULO 97, SEGUNDO 
PARRAFO, DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. NO PROCEDE SI LA FINALIDAD DE SU 
EJERCICIO ES SOLAMENTE VELAR POR LA EFICACIA DE UNA SENTENCIA DE AMPARO. Dentro de la legislación de amparo se 
encuentran los instrumentos de carácter procesal mediante los cuales la Suprema Corte de Justicia y, en general, los tribunales de 
amparo, están en posibilidad jurídica de conseguir que se cumplan en sus términos las sentencias que concedan el amparo. Así, en 
los artículos 95, fracciones II, IV, V y IX, 105 y 108 de la Ley de Amparo, se prevé la existencia del recurso de queja por defecto o 
exceso en la ejecución de una sentencia de amparo, del incidente de inejecución de sentencia, del de repetición del acto reclamado 
y del de inconformidad, ya sea que este último se haga valer contra el auto del Juez de Distrito, Tribunal Unitario o Colegiado de 
Circuito, cuando declaren que la ejecutoria de amparo ha sido cumplida, o contra la resolución de esos mismos órganos de control 
constitucional, en los casos en que se decida sobre la repetición del acto reclamado; recurso y medios de defensa cuyo objetivo 
genérico es determinar sobre el cumplimiento de la ejecutoria de amparo. De esto se sigue que la facultad de investigación prevista 
en el artículo 97, párrafo segundo, de la Constitución General de la República, no es factible que se ejerza por esta Suprema Corte 
con el propósito de dar eficacia a los fallos de los tribunales de amparo, pues no hay necesidad de que esto suceda, en tanto que la 
Ley de Amparo contiene los medios y las formas para lograrlo. Investigación 1/97. A solicitud de Mariclaire Acosta y otros, para que 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerza la facultad prevista en el artículo 97, segundo párrafo, de la Constitución Federal. 
17 de febrero de 1997. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Alejandro Sánchez López. Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo V, Marzo de 1997, página 655 
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atribuye a la Suprema Corte para decidir esta cuestión, porque la 
discrecionalidad no significa que la decisión no deba estar razonada5. 

Así, pueden colegirse y referirse como criterios orientadores, plasmados o 
implícitos en las tesis referidas6: 

Que se trate de hechos generalizados, consecuentes a un estado de cosas, 
acaecidos en una entidad o región determinados. 

Que se trate de acontecimientos que debiendo ser afrontados y resueltos por las 
autoridades constituidas no se logren controlar por la actitud de la propia 
autoridad. 

Que las propias autoridades que deben proteger a la población que gobiernan, 
sean las que producen o propician actos violentos, pretendiendo obtener de ellos 
una respuesta disciplinada. 

Que frente a un desorden generalizado, las autoridades sean omisas, negligentes 
o impotentes para encausar las relaciones pacíficas de la comunidad o que sean 
indiferentes en obtener el respeto a las garantías individuales. 

Que se intenta lograr la impunidad de las autoridades a través de la cultura del 
engaño, la maquinación y el ocultamiento que propicia la propia autoridad. 

Es preciso enfatizar que estos criterios son de orden estrictamente orientadores, 
pues se han venido definiendo casuísticamente con base en la problemática que 
ha atendido el Tribunal y, como también puede apreciarse de lo descrito páginas 
atrás, los casos no han sido muchos en número, de manera que no podrían 
fungir como parangón abstracto y rígido para todo caso futuro. 

Es decir, el hecho de que existan actualmente estos criterios no se traduce en 
que en casos futuros en que se solicite a esta Suprema Corte la investigación de 
ciertos hechos, éstos deban encuadrar estrictamente en lo antes referidos. El 
devenir histórico presentara sus matices propios, impredecibles por sí mismos, y 
será en cada ocasión en que el Tribunal, con base en la discrecionalidad de que 

                                                 
5 Ver tesis P. XLIX/96: FACULTAD DE INVESTIGACION PREVISTA POR EL ARTICULO 97, SEGUNDO PARRAFO, CONSTITUCIONAL, 
SU EJERCICIO POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, ES DISCRECIONAL (MODIFICACION DEL CRITERIO 
PUBLICADO EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION, QUINTA EPOCA, TOMO CXII, PAGINA 379). Este Tribunal Pleno 
abandona el criterio indicado que había establecido al resolver, con fecha veintidós de abril de mil novecientos cincuenta y dos, la 
petición 86/52, formulada por Joel Leyva y Socios, atento a que el artículo 97 constitucional vigente en esa época, establecía el 
imperativo de nombrar algún Ministro, Magistrado de Circuito o Juez de Distrito, para realizar la investigación de un hecho que 
pudiera constituir violación de garantías individuales cuando así lo solicitara el presidente de la República, cualquiera de las 
Cámaras del Congreso de la Unión o el gobernador de alguno de los Estados; sin embargo, con posterioridad, se incorporó en la 
redacción del dispositivo constitucional la locución "podrá", que gramaticalmente entraña la facultad de hacer una cosa, de lo que 
debe concluirse que conforme al texto constitucional en vigor, el procedimiento indagatorio de que se trata, es discrecional para la 
Suprema Corte aun cuando exista petición de parte legítima; sin que esto implique que la resolución en que se ordene o niegue la 
investigación, sea arbitraria, pues la decisión de ejercer o no la facultad conferida constitucionalmente, debe ser razonada en todos 
los casos. Solicitud 3/96, relativa a la petición del presidente de los Estados Unidos Mexicanos, para que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ejerza la facultad prevista en el párrafo segundo del artículo 97 de la Constitución Federal. 5 de marzo de 1996. 
Unanimidad de once votos. Ministro encargado del engrose: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo III, Abril de 1996, página 66. Ver también tesis P.XLVII/1999: 
FACULTAD DE INVESTIGACION PREVISTA EN EL ARTICULO 97, SEGUNDO PARRAFO, DE LA CONSTITUCION FEDERAL. LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, NO ESTA OBLIGADA A EXPONER LAS RAZONES QUE LA LLEVARON A 
DETERMINAR SU NO EJERCICIO. El artículo 97 constitucional, párrafo segundo, establece que: "La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, podrá nombrar a alguno o algunos de sus miembros o algún Juez de Distrito o Magistrado de Circuito o uno o varios 
comisionados especiales, cuando así lo juzgue conveniente o lo pidiera el Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del Congreso 
de la Unión o el gobernador de algún Estado; únicamente para que averigüe algún hecho o hechos que constituyan una grave 
violación de una garantía individual ...". De la lectura del dispositivo mencionado se advierte que la facultad de investigación 
otorgada a la Suprema Corte, puede ser iniciada, bien sea de oficio, cuando así lo estime conveniente o cuando se lo pidiera alguna 
de las personas legitimadas para ello. También de los términos en que está redactado el referido precepto constitucional, se 
desprende que esta facultad no es obligatoria sino discrecional, por lo que si los Ministros, después de la valoración previa que 
respecto a la conveniencia de ejercer de oficio esa facultad, no juzgan pertinente hacerlo, no se encuentran obligados a exponer 
todos y cada uno de los razonamientos que los llevaron a tomar esa determinación, sino sólo en el caso de que juzguen 
conveniente realizar la alta función investigadora que les confiere el citado precepto constitucional o bien, cuando habiendo 
formulado la solicitud respectiva alguna de las personas legitimadas para ello, la Suprema Corte estime innecesaria su participación 
en la investigación de algún hecho o hechos que puedan constituir una grave violación de alguna garantía individual. Solicitud 2/98, 
para que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ejerza la facultad prevista en el párrafo segundo del 
artículo 97 constitucional. 3 de septiembre de 1998. Once votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Clementina 
Flores Suárez. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo IX, Junio de 1999, página 10. 
6 Véase también la tesis P.XLIV/97, de rubro FACULTAD DE INVESTIGACION DE LA SUPREMA CORTE CON BASE EN EL ARTICULO 
97, SEGUNDO PARRAFO, DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. NO PROCEDE SI LA 
FINALIDAD DE SU EJERCICIO ES SOLAMENTE VELAR POR LA EFICACIA DE UNA SENTENCIA DE AMPARO; tesis que al señalar 
cuándo NO se trata de una violación grave, por consistir en una negación, no se incluye en la siguiente relación. Tesis localizable en 
el Tomo V, Marzo de 1997, página 655.  
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para estos efectos lo dota la Constitución, ponderará si tales criterios se van 
reiterando, engrosando con nuevos elementos o si estos mismos van 
adquiriendo nuevos matices que le permitan motivar por qué se considera en 
cada caso concreto que es conveniente realizar una investigación. 

SEXTO.- Caracteres de la facultad indagatoria. Sin perjuicio de lo antes dicho, el 
propio texto del artículo 97 constitucional sí permite colegir en abstracto algunos 
elementos inherentes a esta facultad que permiten o auxilian al analizar en cada 
caso concreto sí es o no ocasión para que se realice una investigación con 
fundamento en esta facultad, en lo que atañe a una de sus dos vertientes7, la 
prevista en el párrafo segundo del precepto en referencia, que dispone: 

“Art. 97. (…) 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá nombrar alguno o algunos de 
sus miembros o algún Juez de Distrito o Magistrado de Circuito, o designar uno o 
varios comisionados especiales, cuando así lo juzgue conveniente o lo pidiere el 
Ejecutivo Federal o alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, o el 
Gobernador de algún Estado, únicamente para que averigüe algún hecho o 
hechos que constituyan una grave violación de alguna garantía individual. 
También podrá solicitar al Consejo de la Judicatura Federal, que averigüe la 
conducta de algún juez o magistrado federal. 

El precepto recién citado refiere expresamente ‘algún hecho o hechos que 
constituyan una grave violación de alguna garantía individual’, y perfila así los 
referentes más genéricos de esta facultad, pero también –sin que sean 
mencionados- supone otros que es necesario también guardar a efecto de no 
vaciar de contenido la propia facultad, como a continuación se procede a 
explicar. 

En primer término, es preciso hacer notar que la materia acerca de la que podría 
versar la investigación es predominantemente de orden fáctico y que la 
averiguación que puede emprender la Corte no tiene por objeto constreñirse a 
indagar la vigencia o el respeto irrestricto al principio de legalidad estrechamente 
entendido, de los actos de autoridad denunciados; ni se constriñe a actos de 
autoridad materializados documentalmente. 

En efecto, si a esto último se constriñera su facultad, habría instancias 
procesales o estrictamente jurisdiccionales que podrían atender tales 
situaciones, pues no rebasarían el marco jurídico ordinario preestablecido. 

En cambio, como se puede constatar del génesis y desarrollo histórico de esta 
atribución, cuando se dota a la Corte de esta facultad de indagatoria, se hace 
pensando en situaciones que resultan exorbitantes a toda situación ordinaria o 
incluso prevista legal y específicamente, en las que se faculta su intervención 
como máximo órgano, cabeza del Poder Judicial Federal, encargado de velar por 
el respeto al marco de garantías que a los derechos del ser humano provee la 
Constitución, y por ende resulta emblemática su injerencia garantista, más que 
legalista. 

Así las cosas, debe estimarse que tal facultad indagatoria puede comprender uno 
o varios hechos de distinto orden (singular o plural), materializados de distintas 
maneras (documental o cualquier otra), y no debe ceñirse a determinar si se 
encuentran fundados y motivados, mas aún, se insiste, debe procurar su 
valoración en conjunto desde una perspectiva garantista y no meramente 
legalista. 

Por otra parte, aunado al elemento fáctico materia y objeto de la investigación en 
cuestión, está otro elemento de orden valorativo y que se hace consistir en un 
juicio de valor acerca de una cuestión de grado, específicamente, de hechos que 
al realizarse produzcan violaciones que puedan ser calificadas de ‘graves’. Es 
decir, la materia fáctica sobre la que podría versar la investigación debe 

                                                 
7 La otra vertiente sería la prevista en el párrafo tercero del mismo artículo, en relación con violaciones al voto público, acerca de lo 
cual por ahora no se hace mayor comentario.  
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traducirse, de resultar cierta, en una violación grave de garantías individuales, en 
una cuestión de tal entidad e importancia que justifique que el más alto Tribunal 
del país se aboque a indagarlos y a producir un dictamen acerca de los mismos. 

Especificar cuándo se está ante una situación grave, al ser una cuestión de orden 
valorativa y sujeta a innumerables e indefinidas variables, no podría darse a 
priori o en abstracto, sino que habría de realizarse en función de los casos 
puestos a consideración del propio Tribunal. Por ello la insistencia de que los 
criterios que en los últimos años ha sentado el Pleno de este Tribunal son, más 
que hipótesis exactas a las que los casos futuros deban encuadrase, referentes 
orientadores de lo que puede o ha sido considerado grave, en un momento 
histórico determinado. 

Junto a los supuestos de violaciones graves sobre los que las tesis de este 
Tribunal bordan, mismas que fueron apuntadas en el capítulo considerativo 
anterior, cabría agregar o puntualizar otras hipótesis, también de orden 
referencial u orientador, como serían: 

1) La violación perpetrada por la autoridad estatal a las garantías individuales de 
un grupo de individuos; 

2) La violación a garantías individuales, sin atender al número de personas a las 
que se les profirió directamente tal violación, sino a la manera sistemática en que 
la violación se realizó, mediando la existencia de un plan o intención específica 
de las autoridades; y 

3) Una violación a garantías individuales de una persona en particular, a través 
de una acción concertada de las autoridades estatales, encaminada a romper los 
principios del federalismo, división de poderes, o estructura democrática, 
rectores de nuestro sistema jurídico constitucional. 

4) Hechos que, generalizados o no, por sí mismos impliquen una amenaza al 
orden social al estado de derecho, a la convivencia misma de la sociedad. 

Estrictamente vinculado con lo anterior, amén de que la Constitución 
expresamente no lo manifieste, está la cuestión de la probabilidad o 
presuntividad de los hechos graves. 

Para explicar lo anterior, precisa iniciarse por dejar sentado que la facultad que 
nos ocupa es de contenido indagatorio, tal como este Tribunal lo ha reiterado, y 
eso presupone que no puede atribuirse la carga probatoria de los hechos graves 
a los sujetos solicitantes. 

En efecto, se desnaturalizaría la función indagatoria que tiene encomendada este 
Tribunal, en tanto equivaldría a caer en una petición de principio consistente en 
exigir al solicitante que investigue para acreditar su dicho para que entonces la 
Suprema Corte proceda a realizar la investigación. Sería, además, una especie de 
desplazamiento de su responsabilidad a los solicitantes y constreñiría esta 
facultad del Tribunal Supremo a una meramente valorativa y no indagatoria, 
siendo que se trata de ambas cosas. 

Sin embargo, esto tampoco debe llevar al extremo de que cualquier dicho, por 
menor que sea, amén de que provenga de un sujeto legitimado, sea apto y 
suficiente para que este Tribunal acuerde favorablemente una investigación. 
Debe tratarse de hechos cuya realización sea presuntiva o probablemente cierta, 
y entonces, la función de la Suprema Corte será, en primer término, indagarlos y, 
eventualmente, emitir un dictamen acerca de ello y su correlativa valoración. 

La misma envergadura de esta facultad, que atribuye a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación la realización de una actividad -que no es la ordinaria de su 
acontecer cotidiano y que es ajena al jurisdecir-, exige que medie una mínima 
probabilidad de que los hechos graves de que se trata lo sean, por supuesto, 
desprovisto del rigor que para estos efectos prevé el derecho penal, en sus 
vertientes sustantiva y adjetiva, pues, como también se ha establecido y 
explicado en los precedentes de este Tribunal, no se trata ésta de una 
averiguación de ese orden ni con fines punitivos. 



94     (Primera Sección) DIARIO OFICIAL Jueves 8 de marzo de 2007 

 

No considerar que esa probabilidad es un presupuesto implícito de esta facultad 
de investigación, llevaría a un escenario en el que la investigación pudiera 
emprenderse con el solo dicho de la parte solicitante, lo que haría a la Corte 
vulnerable y quizá incluso rehén de las querellas políticas entre los actores 
políticos legitimados para solicitarle la investigación, escenario que la 
Constitución rechaza cuando le atribuye esta facultad en atención, precisamente, 
a su emblemático papel de defensa de la garantías y del sistema de gobierno que 
la misma establece, y a la autoridad moral o auctoritas que representa ante la 
colectividad. 

En este orden de ideas, debe agregarse que habrá casos, como han habido, en 
que la probabilidad esté sustentada en cuestiones o hechos a todas luces 
conocidos o atestiguados, de manera que ni siquiera sea el caso que se 
cuestione la probabilidad de los hechos acerca de los que se solicita la 
investigación y basten los datos conocidos por la colectividad en su generalidad 
para que se pueda emprender una investigación semejante. Sólo a modo de 
ejemplo, cabría hacer alusión al Caso Aguas Blancas, en el que era ampliamente 
conocido el hecho de que había acontecido una masacre humana”. 

Los elementos que se advierten de esa trascripción dieron pauta a esta Suprema Corte para resolver 
algunos de los casos que les fueron sometidos, en el sentido siguiente: 

1.- La solicitud 3/96, conocida como el caso “Aguas Blancas”, se desarrolló de la manera siguiente: 

a) Mediante escrito recibido el cuatro de marzo de mil novecientos noventa y seis en la Oficina de 
Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Presidente 
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, por conducto del Secretario de Gobernación, solicitó que el 
Tribunal Pleno investigara los hechos acontecidos el veintiocho de junio de mil novecientos noventa y cinco en 
el lugar conocido como "El Vado" de Aguas Blancas, Municipio de Coyuca de Benítez, Estado de Guerrero, 
consistente, esencialmente, en los hechos de violencia en los que diecisiete personas perdieron la vida y más 
de veinte resultaron heridas. 

b) El día cinco de marzo de mil novecientos noventa y seis, el Pleno decidió acordar favorablemente dicha 
petición, comisionando a los señores Ministros Juventino V. Castro y Castro y Humberto Román Palacios, 
para llevar a cabo dicha averiguación. 

c) El veintitrés de abril de mil novecientos noventa y seis, una vez recibido el informe de los Ministros 
comisionados, el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que funcionarios 
del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero habían incurrido en violación grave de las garantías individuales, 
con base en la siguiente consideración: 

“UNICA.- Con el informe que produjeron los Ministros comisionados para 
investigar, en términos del artículo 97, párrafo segundo de la Constitución 
Federal, los hechos ocurridos el veintiocho de junio de mil novecientos noventa y 
cinco en el lugar conocido como ‘El Vado’ de Aguas Blancas, Municipio de 
Coyuca de Benítez, Estado de Guerrero, en los que diecisiete personas perdieron 
la vida y veintiuna resultaron heridas; y con el material probatorio en que se 
sustenta dicho informe, quedó justificado para este Tribunal Pleno que los más 
altos funcionarios del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero, que 
desempeñaban sus cargos en esa fecha y en los días subsecuentes incurrieron 
en violación grave, generalizada, de las garantías individuales que instituyen los 
artículos sexto, once, catorce, dieciséis y veintidós de la Constitución Federal, de 
conformidad con los hechos comprobados y por las razones que expresan los 
comisionados, las cuales se acogen en su integridad, sin reproducirlas para 
evitar repeticiones estériles.” 

d) En la misma sesión se acordó lo siguiente: 

“PRIMERO.- Téngase por recibido el informe que rinden los comisionados de 
este Tribunal Pleno. 

SEGUNDO.- Existió violación grave a las garantías individuales de los 
gobernados en los acontecimientos del veintiocho de junio de mil novecientos 
noventa y cinco, en `El Vado' de Aguas Blancas, Municipio de Coyuca de Benítez, 
Estado de Guerrero, y en los posteriores relacionados con los primeros. 
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TERCERO.- Se concluye que de dicha violación resultan responsables los 
licenciados: Rubén Figueroa Alcocer, gobernador con licencia indefinida; José 
Rubén Robles Catalán, ex-secretario general de Gobierno; Antonio Alcocer 
Salazar, ex-procurador general de Justicia; Rodolfo Sotomayor Espino, ex-primer 
subprocurador de Justicia; Gustavo Olea Godoy, ex-director de la Policía 
Judicial; Rosendo Armijo de los Santos, ex-subsecretario de Protección y 
Tránsito; Adrián Vega Cornejo, ex-fiscal especial; y Esteban Mendoza Ramos, 
ex-director general de Gobernación; todos ellos del Estado de Guerrero. 

CUARTO.- Como lo solicita el C. Presidente de la República, por conducto del 
ciudadano secretario de Gobernación, en el segundo punto petitorio de la 
comunicación de fecha cuatro de marzo del año en curso, esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación sugiere que se tomen por parte de las autoridades 
competentes, las medidas y las acciones que se deduzcan de las necesarias 
providencias que a continuación se examinan: 

A.- Notifíquese al presidente de la República, por conducto del secretario de 
Gobernación, de estos acuerdos, acompañándole una copia certificada de ellos 
para que esté en posibilidad de tomar las determinaciones que motivaron su 
solicitud para que interviniera esta Suprema Corte de Justicia, en los términos 
ordenados por el artículo 97 constitucional. 

B.- Copia certificada de esta resolución, debe hacerse llegar al Congreso de la 
Unión, para su conocimiento y efectos consiguientes. 

C.- Igualmente cúrsese una copia al procurador general de la República, para los 
efectos de su representación. 

D.- También debe tomar noticia de esta resolución el gobernador en funciones 
del Estado de Guerrero, el Congreso y el Tribunal Superior de Justicia de dicha 
entidad, mediante copias de la misma. 

QUINTO.- Por su trascendencia para nuestra sociedad, póngase a disposición de 
las autoridades competentes que lo requieran, el material probatorio recabado 
por los comisionados”. 

2.- En los últimos años, se produjeron otras solicitudes para el ejercicio de esta facultad, pero no fueron 
acogidas por este Tribunal, por diversas razones, como son: 

a) Solicitud 1/2004, promovida por el Gobernador Constitucional del Estado de México, en la que se 
solicitó la investigación de hechos vinculados con el conflicto de tierras suscitado en el poblado de Xalatlaco, 
respecto de la cual el Tribunal Pleno determinó no ejercer la facultad de investigación conferida por el artículo 
97 de la Constitución Federal, al estimarse que ninguno de los hechos que motivaron la solicitud respectiva 
ponían de relieve que se estuvieran violando gravemente las garantías individuales de esa comunidad, de 
manera tal que esos actos no pudieran ser controlados y encauzados por los órganos del Estado, a través de 
los procedimientos ordinarios establecidos en la Constitución y en las normas secundarias para proteger los 
derechos fundamentales de los gobernados. 

b) Solicitud 1/2003-PL, promovida por el Gobernador del Estado de Zacatecas, con motivo de los hechos 
acaecidos en febrero de dos mil tres en el Municipio de Valparaíso, Zacatecas, a propósito de un conflicto de 
tierras entre diferentes comunidades. En relación con esta solicitud, el Tribunal Pleno consideró que no se 
estaba en el caso de ejercer la facultad de investigación prevista en el artículo 97 constitucional, pues si bien 
era cierto que los hechos materia de la denuncia causaron alarma social en diversos sectores de la población 
no sólo del lugar sino a nivel nacional, también lo era que la propia autoridad denunciante señaló diversas 
actuaciones realizadas con el propósito de dirimir la situación prevaleciente, entre ellas, la instrucción a la 
sesión permanente del Consejo Estatal de Seguridad Pública de Zacatecas para que se avocara al 
esclarecimiento de los hechos. 

Aunado a lo anterior, se consideró que debido a que se encontraba subjúdice una resolución agraria del 
conflicto social en cuestión -sujeta a modificación e incluso revocación- no podía alegarse estado de 
indefensión jurídica, pues al respecto el sistema jurídico mexicano establece un juicio de carácter autónomo 
en el que se revisa la legalidad y constitucionalidad de los actos cometidos por las autoridades en contra de 
un particular o de una comunidad o colectividad en general. 
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c) Solicitud sin número, presentada por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, para investigar hechos 
constitutivos de violaciones graves a las garantías individuales de los gobernados del Distrito Federal, como 
resultado de conductas realizadas por funcionarios judiciales en el juicio de amparo 508/98, la cual se resolvió 
en el sentido de no ejercer la facultad de investigación prevista en el artículo 97 constitucional, en atención a 
que lo actuado dentro de un juicio de amparo no constituye un hecho generalizado que traiga como 
consecuencia la violación de los derechos fundamentales de los individuos, en tanto que es precisamente el 
citado juicio, un medio por virtud del cual lo que se busca es determinar si los actos de autoridad impugnados 
violan garantías individuales. Además de que la investigación de violaciones graves a las garantías 
individuales no constituye una instancia en la que se pueda revisar e incluso corregir las irregularidades que 
pudieran darse en un procedimiento judicial, ya que existen diversos medios de impugnación cuya finalidad es 
corregirlas. 

3.- Solicitud de investigación 2/2006, promovida por las Cámaras de Diputados y Senadores del Congreso 
de la Unión, en la cual esta Suprema Corte decidió ejercer la facultad de investigación, al estimar que: 

“Sería grave que el Gobernador de un Estado interviniera en las decisiones de un 
poder judicial que debe ser independiente o de la procuraduría de justicia del 
Estado, que a pesar de la intervención del Gobernador en el nombramiento de su 
titular recibe sus facultades directamente de la Constitución; sería grave que el 
gobierno de una entidad federal operara con procuradores y juzgadores “bajo 
consignas” personales, o que actuaran bajo la negociación de intereses 
económicos particulares, o bajo el influjo del gobernador en turno o que las 
autoridades ejecutoras de las decisiones judiciales dieran tratos específicos, a 
pedir del Gobernador, porque todo ello atentaría severamente a la vigencia del 
estado de derecho, afectación que no se agotaría en la persona de la periodista 
detenida. 

Serían estos actos que no es posible tolerar en un estado democrático, porque 
resultaría inaceptable que un funcionario que ha protestado cumplir la 
Constitución y las leyes se comportara como si la ley se materializara en su 
persona. 

Aunado a esto, que desde el aspecto del sujeto activo y del modo sistemático de 
su actuación sustentaría la gravedad del caso, conviene señalar que existen 
otros elementos sintomáticos o agravantes (valga la redundancia) de la gravedad 
del caso, como serían: (i) que lo que emprende el ánimo vengativo del 
empresario y auspicia la supuesta componenda con el Gobernador es la 
expresión literaria proveniente de una periodista, en ejercicio de la libertad de 
expresión y de prensa que le garantiza la Constitución y diversos tratados 
internacionales celebrados por México; (ii) que las conductas denunciadas en tal 
obra se vinculan con la revelación de redes de pederastia y pornografía infantil, 
lo que en nuestro contexto, de ser cierto, no puede calificarse sino como 
deleznable y repudiable, y de lo más atentatorio contra los derechos de la niñez 
mexicana; y (iii) que estos hechos han generado indignación general y un clamor 
social por que sean esclarecidos y atendidos por las instancias del poder 
público, clamor que infunde y se materializa en el interés que muestran las dos 
Cámaras del Congreso de la Unión al acudir ante este Tribunal solicitándole su 
intervención, revelando así un interés nacional en que así sea”. 

De los antecedentes anteriores, destaca que en el caso “Aguas Blancas” esta Suprema Corte midió el 
calificativo de gravedad por la circunstancia de que el sujeto pasivo de la violación fue un conglomerado social 
que sufrió violación al derecho a la información tutelado en el artículo 7o. de la Constitución Federal; mientras 
que, en el caso de la periodista Lydia Cacho Ribeiro, la gravedad de la violación se hizo consistir en los 
acuerdos entre órganos de gobierno, mediante lo cuales comprometen el ejercicio de sus facultades jurídicas 
para afectar a particulares. 

Esos criterios definieron la gravedad de los hechos desde una diferente óptica, se centraron en la 
necesidad de investigar los hechos que posiblemente dieron origen a una violación grave de garantías 
individuales, en el caso “Aguas Blancas” por la vulneración de un derecho fundamental de un grupo de 
personas; en tanto que en el caso Lydia Cacho, por probables violaciones a dicha periodista, en el contexto de 
una denuncia que hizo respecto de la existencia de una red de pederastia y pornografía infantil; lo que 
permitió a esta Suprema Corte intervenir en el esclarecimiento de hechos de tal gravedad que la colectividad 
debe conocer. 
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Sin embargo, a pesar de que esas definiciones permitieron a esta Suprema Corte intervenir en asuntos 
sumamente relevantes, en este momento histórico han dejado de ser útiles para resolver los llamados de la 
sociedad de que, como Tribunal Constitucional, este órgano no se limite a investigar hechos y a descubrir 
responsables, sino también, en ejercicio de este mecanismo no jurisdiccional, defina y dé contenido a 
derechos humanos fundamentales, a fin de coadyuvar con las restantes instituciones encargadas de la tutela 
de tales derechos. 

Por tanto, este Tribunal Pleno considera que la gravedad de la violación debe tenerse como presupuesto 
de la procedencia de la investigación, pues ello permitirá medir la trascendencia social de la violación, sea que 
recaiga sobre una o varias personas, cuando afecte la forma de vida de una comunidad. 

Esa forma de operar permite, además de que la Suprema Corte valore y determine la gravedad de la 
violación al ejercer la facultad, también establecer criterios y líneas de interpretación sobre temas 
fundamentales en el ámbito de los derechos humanos, así como establecer directrices a las autoridades 
respecto de la forma de actuar para respetar esos derechos, con base en las investigaciones que previamente 
puedan haber efectuado las autoridades correspondientes; lo que no podría lograrse si se siguieran exigiendo 
condiciones tan rígidas, como la existencia de un desorden generalizado, como presupuesto para el ejercicio 
de la facultad. 

Así, para determinar la procedencia de la facultad en el caso concreto, debe tomarse en cuenta sí existió o 
no una violación de garantías -definiendo y dando contenido a tales derechos, en su caso-, y en el supuesto 
de que exista tal violación, si ésta puede o no considerarse grave, en atención al impacto que tales hechos 
pudiesen haber tenido en la forma de vida de la comunidad. 

CUARTO.- En el caso concreto, en términos de los lineamientos precisados en el considerando anterior, 
este Tribunal Pleno considera que sí procede ejercer, de oficio, la facultad de investigación a que alude 
el párrafo segundo del artículo 97 de la Constitución Federal, por las razones siguientes. 

En principio, cabe reseñar el material probatorio presentado por Bárbara Zamora López, para sustentar su 
petición, que hizo suya el señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, de que esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ejerza la facultad de investigación: 

1.- Escrito de Angel Benhumea Salazar, de veinticuatro de agosto de dos mil seis, en el que da 
testimonio de los hechos ocurridos el día cuatro de mayo del mismo año; persona que pertenece al STUNAM 
y quien dice se le dio la misión de observación civil y pacífica en el poblado de San Salvador Atenco, lugar al 
que asistió acompañado por su hijo, estudiante de la Licenciatura de Economía. En el escrito señala lo 
siguiente: 

a) Que fueron atacados por la Policía Municipal, la Federal Preventiva y la Agencia Estatal de Seguridad, 
en Texcoco. 

b) Que uno de los proyectiles de gas lacrimógeno golpeó a su hijo en la sien izquierda, cayendo mal 
herido, por lo que se metieron a una casa, en donde un médico lo revisó, sin embargo, al no contar con lo 
necesario para auxiliarlo, el médico decidió ir en búsqueda de lo que requería, pero la policía no lo dejó, así 
como tampoco permitió el paso de ayuda médica ni de ambulancias, y posteriormente, con ayuda de 
periodistas, pudieron sacarlo y trasladarlo al hospital donde se le intervino quirúrgicamente, pero estaba ya en 
estado de coma y casi un mes después murió. 

2.- Copia simple del certificado de defunción con número de folio 060302538, de Ollin Alexis Benhumea 
Hernández, expedido por la Secretaría de Salud, en el cual se aprecia como fecha de defunción el siete de 
junio de dos mil seis, provocada por traumatismo cráneo encefálico por proyectil con gas lacrimógeno que 
golpeó su cabeza. En relación con su escolaridad se hace constar que el occiso estudiaba bachillerato o 
preparatoria, no licenciatura como adujo su padre en el punto 1. 

3.- Copias simples de la declaración rendida por el procesado Jorge Salinas Jardón, en la causa penal 
96/2006, ante el Juzgado Segundo Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Toluca de Lerdo, Estado 
de México, que en síntesis señala lo siguiente: 

Que llegó en compañía de otras dos personas de Teléfonos de México, como observadores civiles 
convocados e invitados por el Sindicato de Telefonistas de la República Mexicana, a fin de que la policía no 
reprimiera a la población de San Mateo Atenco, y al caminar hacia el centro del poblado oyeron disparos, que 
sabe eran bombas lacrimógenas y cohetes; que fue golpeado a pesar de que, según su dicho, se identificó 
“plenamente”; que le dieron una “criminal golpiza”, fracturándole el cúbito de la mano izquierda, el dedo 
meñique y el dedo anular, ambos de la mano izquierda. Además, que le robaron diez mil pesos, lo metieron en 
un camión con más personas golpeadas; y continúa describiendo la cantidad y tipos de golpes que le 
propinaron y que después supo que en el trayecto al penal, los policías torturaron a las mujeres con 
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violaciones sexuales. Que fue llevado al Hospital López Mateos, donde lo mal atendieron, al igual que en la 
enfermería del Penal, por lo que tuvieron que hacerle una cirugía reconstructiva. No quiso responder a las 
preguntas del Ministerio Público. 

4.- Copia simple de la denuncia penal presentada por Jorge Salinas Jardón el día veinte de julio de dos mil 
seis, ante la Procuraduría General de la República, en contra de miembros de la Policía Federal Preventiva, 
de la Agencia Estatal del Estado de México y de la Policía Municipal de Texcoco, así como en contra del 
Presidente de la República, Gobernador del Estado de México y otros, por tortura, lesiones, homicidio en 
grado de tentativa, robo y lo que resulte. Los hechos que narra son los mismos que declaró en la causa penal 
96/2006. 

5.- Cuarenta y dos escritos signados por diversas personas, dirigidos al Ministro Mariano Azuela Güitrón 
como testimonio de los hechos ocurridos el cuatro de mayo de dos mil seis en San Salvador Atenco, en los 
cuales se manifiesta, en general: 

a) Que las personas fueron golpeadas, sin justa causa, por elementos policíacos con toletes, piedras y 
proyectiles de gases lacrimógenos, causándoles a muchos de ellos heridas graves. 

b) Que fueron privados ilegalmente de su libertad, sin mediar orden de aprehensión en su contra dictada 
por autoridad Judicial competente. 

c) Que una vez detenidos fueron de nueva cuenta golpeados por elementos policíacos y torturados física y 
psicológicamente. 

d) Que muchas mujeres fueron ultrajadas y vejadas; y que dicen haber sufrido violaciones sexuales, 
describiendo que los policías les introdujeron los dedos por la vía vaginal y las obligaron, a algunas de ellas, a 
tener sexo oral. 

e) Que fueron privados ilegalmente de las garantías que tiene todo inculpado. 

6.- Disco compacto que contiene el testimonio de dos personas que dicen llamarse Cristina Vals y 
Valentina Palma, quienes manifiestan ser ciudadanas española y chilena, respectivamente, mediante el cual 
relatan diversos hechos ocurridos el cuatro de mayo de dos mil seis, en San Salvador Atenco, y básicamente 
manifiestan que con base en el operativo policíaco fueron golpeadas, violadas sexualmente, privadas 
ilegalmente de su libertad y expulsadas ilegalmente del país. 

7.- Ciento dos fotografías, algunas repetidas, que fueron tomadas, según el dicho de los que las aportan, 
el cuatro de mayo de dos mil seis, día en que se suscitaron los hechos en el poblado de San Salvador Atenco, 
y en las que, de manera general, se observa lo siguiente: 

Elementos uniformados, aparentemente de la Policía estatal, la mayoría vestidos de negro y otros de color 
estilo camuflaje, portando toletes, cascos y escudos. 

En algunas imágenes se advierte la conglomeración de policías en diversas calles de un poblado, así 
como grupos de civiles armados con palos y con cubre bocas. 

Civiles golpeados, ensangrentados y detenidos por dichos elementos policíacos. 

Un grupo de gente vestida como policías del Estado de México llevando a cabo algún tipo de operativo. 

Un helicóptero de la Policía Estatal trasladando a un herido, así como desorden en el interior de alguna 
habitación. 

8.- Veinticinco peritajes psiquiátricos forenses realizados a diversas personas sujetas al proceso penal 
96/2006, con motivo de los hechos ocurridos el tres y cuatro de mayo de dos mil seis, expedidos por el médico 
Fernando Alejandro Valadez Pérez, aparentemente a solicitud del Juez Segundo Penal de Primera Instancia 
de Toluca, Jaime Maldonado Salazar. En dichos peritajes, substancialmente se señala que los examinados: 

Presentan huellas severas de lesiones psicológicas consistentes en depresión moderada, mayor y severa, 
y trastorno por estrés postraumático leve y agudo, a causa de los hechos ocurridos en los días tres y cuatro 
de mayo en el poblado de San Salvador Atenco. 

Método utilizado: Entrevistas y pruebas psicológicas, se recomiendan otras pruebas para probar posibles 
hechos de tortura. 

9.- Veinticinco peritajes médico legales, realizados a diversas personas sujetas al proceso penal 96/2006, 
con motivo de los hechos ocurridos el tres y cuatro de mayo de dos mil seis. Fueron practicados, en su 
mayoría, en los meses de junio, julio y agosto de dos mil seis y los expidió el médico Javier Enríquez Sam 
aparentemente a solicitud del juez Jaime Maldonado Salazar citado. En éstos se señala lo siguiente: 
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Que los examinados presentan o presentaban hematomas, traumatismos múltiples ocasionados por 
instrumentos contundentes, equimosis en el cuerpo, mareos, etcétera. 

Que las lesiones reportadas son concordantes con los relatos hechos por los pacientes y en unos casos 
tardan en sanar menos de quince días, que no pusieron en peligro su vida y no dejan huella; y en otros, sí 
tardan en sanar más de quince días, dejan huella y no ponen en peligro la vida. 

Que de acuerdo con los hechos narrados y su congruencia con las huellas físicas encontradas son 
elementos relevantes de posibles hechos de tortura o maltratos. 

Método utilizado: interrogatorio y exploración física. Recomienda otras pruebas de posibles hechos de 
tortura. 

10.- Escrito que contiene dictamen de tortura en Atenco, suscrito por el doctor Javier Enríquez Sam, en el 
cual hace una relación de los hechos ocurridos en el poblado de Atenco, de los elementos materiales y 
humanos utilizados por la policía en dicho poblado, el modo en que operaron y el impacto causado 
consistente en daños físicos que, en general, tardan menos de quince días en sanar y no ponen en peligro la 
vida; en daños psicológicos que reflejan trastornos por el síndrome de stress postraumático, depresión grave, 
insomnio, alteraciones del carácter, miedo y otros (no aclara); y en daños sociales en la vida cotidiana del 
poblado en el que ocurrieron los hechos en tanto la población seriamente trastornada, presentando tensión 
y terror. 

Recomienda aplicar el protocolo de Estambul para documentar, sin lugar a dudas, si hubo o no tortura, 
malos tratos, tratos crueles, inhumanos y degradantes. 

11.- Copia simple de examen psiquiátrico practicado a Cristina Vals Fernández, ciudadana española, de 
fecha veintiocho de junio de dos mil seis, llevado a cabo por el doctor Pau Pérez-Sales, y solicitado por la 
Asociación Sin Fronteras, en donde se concluye: 

Que existe concordancia con lo que le informó la examinada y las alegaciones de tortura y los malos 
tratos; 

Que existen secuelas de carácter psicológico evidenciables por exploración clínica y psicométrica, de 
carácter psiquiátrico, pero sobretodo en relación con su identidad personal y su percepción del mundo y de los 
demás. 

12.- Copia simple del análisis jurídico realizado por diversos abogados pertenecientes a la Comisión Civil 
Internacional de Observación por los Derechos Humanos, de veintiuno de agosto de dos mil seis, en 
Barcelona, España, por el cual señalan los diversos derechos humanos que fueron violentados con motivo del 
operativo policíaco llevado a cabo los días tres y cuatro de mayo de dos mil seis en San Salvador Atenco, 
consistentes en la vulneración a los siguientes derechos: a la libertad personal, a la integridad física y moral, a 
la inviolabilidad del domicilio y robo, a la libertad de circulación y residencia, a un proceso justo y con las 
debidas garantías procesales, de las mujeres y a la libertad sexual. 

13.- Informe preliminar de veintidós de mayo de dos mil seis, de las acciones realizadas en relación 
con los hechos de violencia suscitados en los municipios de Texcoco y San Salvador Atenco, Estado 
de México, expedido por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en el que señala que existen 
evidencias de que algunos manifestantes rebasaron los límites de su derecho de manifestación lícita y 
pacífica, así como el deber de obedecer la ley, pero que aun esta circunstancia no justificaría el hecho 
de que la autoridad se excediera en el uso de la fuerza pública, con lo que se pudieran actualizar 
violaciones a diversos derechos fundamentales. Indica que al concluir las investigaciones emitirá un 
pronunciamiento conforme a las quejas recibidas. 

El documento referido, es del tenor siguiente: 

“INFORME PRELIMINAR DE LAS ACCIONES REALIZADAS EN EL CASO DE LOS 
HECHOS DE VIOLENCIA SUSCITADOS EN LOS MUNICIPIOS DE TEXCOCO Y SAN 
SALVADOR ATENCO, ESTADO DE MEXICO.--- 22 de mayo de 2006.--- Esta 
Comisión Nacional, con fundamento en los artículos 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3, 6, fracción II, inciso a), 
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 89 de su 
Reglamento Interno, determinó el día 3 de mayo de 2006 radicar de oficio el 
expediente de queja con motivo de los hechos derivados del enfrentamiento 
entre fuerzas de seguridad pública, federal, estatal y municipal con habitantes de 
Texcoco y San Salvador Atenco, quienes mantenían bloqueada la carretera 
Lechería-Texcoco, en el Estado de México.--- En ese sentido, desde la radicación 
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del expediente de queja, esta Comisión Nacional ha implementado una dinámica 
de trabajo que permitirá lograr, hasta el final de su investigación, estar en 
comunicación constante y permanente con los 211 quejosos que, hasta el 
momento se tienen registrados, así como con los representantes de los 
organismos no gubernamentales que realizan trabajos sobre este tema.--- De la 
misma manera, se tiene establecida una metodología que permitirá acceder a la 
información que contiene los antecedentes de cada uno de los casos, y se han 
realizado también diversos trabajos de campo en los que participa personal de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, que se encarga de recopilar 
información y testimonios, así como diverso personal, que procesa y clasifica 
dicha información.--- I. ANTECEDENTES.--- La Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos presenta a la consideración ciudadana y de las autoridades 
políticas del gobierno federal y los gobiernos estatal y municipal, un informe 
preliminar sobre las posibles violaciones a los derechos humanos con motivo de 
los hechos ocurridos los días 3 y 4 de mayo en los municipios de Texcoco y San 
Salvador Atenco, Estado de México.--- Los hechos referidos originaron 211 
quejas interpuestas ante la CNDH, mismas que contemplan presuntas 
violaciones a derechos humanos que se encuentran en investigación: la mayor 
parte de los quejosos presentan lesiones a consecuencia del trato recibido antes, 
durante y después de su detención, de las cuales se desprenden presuntas 
violaciones relacionadas con: el derecho a la vida, daño en propiedad ajena; 
cateo domiciliario ilegal; robo; incomunicación; amenazas y dilación o 
negligencia en la atención médica.--- Al concluir la investigación se emitirá el 
pronunciamiento correspondiente relacionado con la totalidad de las quejas 
presentadas, lo cual no implica ignorar la necesidad de adoptar, desde ahora, 
algunas medidas que se han considerado con carácter prioritario, como en el 
caso de iniciar formalmente las averiguaciones previas por los delitos derivados 
de agresiones sexuales y el posible uso ilegítimo de la fuerza por parte de 
servidores públicos que intervinieron en los hechos, así como los 
procedimientos administrativos, y dictar medidas administrativas que eviten la 
repetición de actos como los que se presentaron los días 3 y 4 de mayo de 2006.--- 
También se analizarán las causas penales que se instruyeron o se encuentran en 
integración en contra de las personas detenidas, así como la condición en la que 
se encuentran los policías que fueron víctimas de agresiones físicas y las 
averiguaciones previas en contra de sus agresiones.--- II. OBSTACULOS.--- En el 
desarrollo del trabajo se presentaron algunos impedimentos que deben 
señalarse.--- A. Durante las inspecciones oculares que realizaron visitadores 
adjuntos el 3 de mayo de 2006, en el municipio de San Salvador Atenco, estado 
de México, los pobladores del lugar impidieron el acceso al auditorio municipal 
‘Emiliano Zapata’, a fin de constatar el estado físico en que se encontraban tanto 
los agraviados como los agentes policíacos que habían resultado lesionados, en 
los hechos de violencia.--- B. En los hechos ocurridos en la madrugada del 4 de 
mayo de 2006, en el municipio de San Salvador Atenco, estado de México, 
elementos de la Policía Federal Preventiva de la Secretaría de Seguridad Pública 
impidieron el libre tránsito a los visitadores adjuntos de esta Comisión Nacional 
para ingresar al lugar donde se estaban llevando a cabo las detenciones y dar fe 
de los procedimientos que seguían las autoridades.--- C. En los certificados 
médicos de ingreso al Centro Preventivo y de Readaptación Social, ‘Santiaguito’, 
Almoloya, estado de México, en el caso de las mujeres se advierten 
irregularidades en su elaboración tales como: falta de orden cronológico en la 
descripción de las lesiones externas; descripción parcial de lesiones; es decir, 
no se dan las características específicas de cada una de ellas, y la descripción de 
las lesiones es superficial.--- III. LESIONES REALIZADAS A LA FECHA.--- A. Para 
contar con un diagnóstico claro y documentado de las violaciones a los derechos 
humanos cometidas en contra de las personas que resultaron agraviadas con 
motivo de los hechos del 3 y 4 de mayo de 2006, en los municipios de Texcoco y 
San Salvador Atenco, en el estado de México, se realizaron diversos trabajos de 
campo por un equipo conformado por 25 visitadores adjuntos y 4 peritos 
médicos de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, quienes están 
encargados de localizar y recopilar tanto información como testimonios desde el 
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3 de mayo de 2006 a la fecha, y en dichas inspecciones se han obtenido 
fotografías, y se ha logrado una observación y fijación fílmica de los lugares en 
cita.--- B. Las diligencias de investigación se realizan con varios equipos de 
trabajo, conformados por visitadores adjuntos de la Comisión Nacional, ubicados 
en los municipios de Texcoco, San Salvador Atenco, Almoloya de Juárez, y en la 
ciudad de México.--- C. Las actividades realizadas a la fecha comprenden visitas 
a los domicilios de las víctimas y sus familiares, así como al Centro Preventivo y 
de Readaptación Social, ‘Santiaguito’, en Almoloya de Juárez, estado de México, 
la Escuela de Rehabilitación para Menores, ‘Quinta del Bosque’, la Estación 
Migratoria del Instituto Nacional de Migración en la Ciudad de México, el Hospital 
del ISSSTE Zaragoza, el Hospital Adolfo López Mateos, Toluca, estado de México 
y el Hospital Central Militar, a efecto de allegarse de información, y se logró 
obtener entrevistas con los agraviados que fueron víctimas de posibles 
violaciones a sus derechos humanos; asimismo, por lo que hace a los elementos 
de la Policía Federal Preventiva que resultaron lesionados con motivo de tales 
hechos, éstos negaron rendir su testimonio hasta en tanto no contaran con la 
autorización de sus superiores. No obstante, se pudo obtener la certificación 
médica.--- D. La investigación de la Comisión Nacional se efectúa de manera 
independiente, caso por caso, pero, a su vez, en una interrelación global que 
permitirá identificar la verdad histórica de los hechos por las coincidencias que 
presentan.--- E. De manera paralela a las diligencias de campo que realizó el 
personal de esta Comisión Nacional, también se recibieron diversas llamadas 
telefónicas del 3 a 5 de mayo de 2006, de familiares y organismos no 
gubernamentales, quienes solicitaron información y orientación sobre el 
paradero de los agraviados, de las cuales se suscribió en cada caso un acta 
circunstanciada.--- F. También se están revisando distintas fuentes 
hemerográficas y electrónicas relacionadas con los hechos materia de la 
investigación.--- G. Se requirió información a diversas instituciones y 
dependencias públicas, de los ámbitos federal, estatal y municipal, entre ellas, a 
la Secretaría de Seguridad Pública del Gobierno Federal, al Instituto Nacional de 
Migración, a la Dirección General de Asuntos Jurídicos del ISSSTE, a la 
Secretaría General de Gobierno del estado de México, a la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de México, a la Presidencia Municipal de Texcoco y a la 
Presidencia Municipal de San Salvador Atenco, ambas del Estado de México, a la 
Dirección de Seguridad y Tránsito del Estado de México, al Centro de 
Readaptación Social, ‘Santiaguito’, en Almoloya de Juárez, Estado de México, a la 
Defensoría de Oficio del Gobierno del Estado de México, al Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de México, y a la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de México.--- H. En total se han revisado más de 4,000 fojas correspondientes a 
los informes de autoridades, testimonios, actas circunstanciadas y publicaciones 
relativos a los sucesos del 3 y 4 de mayo de 2006 en los municipios de Texcoco y 
San Salvador Atenco.--- I. Asimismo, esta Comisión Nacional, a través del 
Programa de Atención a Víctimas del Delito, implementó acciones en materia de 
atención y apoyo a las mujeres que, de acuerdo con su testimonio, fueron objeto 
de presuntas agresiones sexuales. A ese respecto, se brinda asesoría jurídica y 
se ha ofrecido atención psicológica.--- J. A la fecha se han logrado recabar 209 
declaraciones en los casos relativos a las personas detenidas durante los hechos 
del 3 y 4 de mayo de 2006, de los cuales se desprenden quejas por presuntas 
violaciones a derechos humanos consistentes en: derecho a la vida, agresiones 
sexuales, lesiones, trato cruel y/o degradante, dilación o negligencia en la 
atención médica, cateos ilegales, incomunicación, daño en propiedad ajena, 
robo, detención arbitraria y amenazas.--- K. Peritos médicos, adscritos a la 
Coordinación de Servicios Periciales de esta Comisión Nacional, han elaborado a 
la fecha 209 certificados médicos del estado físico de salud de las personas 
detenidas; asimismo, de tales certificaciones se obtuvieron 620 fotografías 
digitales.--- L. El 9 de mayo de 2006, esta Comisión Nacional dio vista a la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de México, por la probable comisión 
de conductas de naturaleza sexual atribuidas a los elementos policíacos por 23 
detenidas.--- M. En ese orden de ideas, el 16 de mayo de 2006, el Presidente de 
esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos se reunió, por espacio de tres 
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horas, con el Gobernador Constitucional del Estado de México, Enrique Peña 
Nieto y el Procurador General de Justicia de dicha entidad federativa, con el 
propósito de informarlo directamente sobre las presuntas violaciones de 
derechos humanos con los hechos del 3 y 4 de mayo de 2006.--- Como resultado 
de tal reunión de trabajo, el Gobernador del Estado, reconoció que ante la 
existencia de testimonios, dictámenes periciales y otras evidencias relacionados 
con los hechos se podrían acreditar excesos en el uso de la fuerza cometidos por 
algunos de los elementos policíacos. Por lo anterior, instruyó en el acto al 
Procurador General de Justicia de esa entidad federativa para iniciar las 
averiguaciones previas sobre 23 casos relacionados con agresiones de carácter 
sexual de las detenidas, así como del uso excesivo de la fuerza.--- IV. AVANCES.--- 
Esta Comisión Nacional considera que si en nuestras tradiciones, en la 
estructura social o en los usos y costumbres hay algo que atente contra los 
derechos de las personas, particularmente de las mujeres, esto debe ser 
desterrado y sustituido por nociones sociales verdaderamente respetuosas de la 
mujer, de su integridad y su dignidad humana.--- Los responsables de la 
Seguridad Pública se encuentran obligados a iniciar los procedimientos de 
investigación en contra de los servidores públicos que presuntamente 
participaron en los hechos por haberse extralimitado en sus funciones, y los 
jueces en cuyas manos están los casos de los presuntos delincuentes detenidos, 
deben actuar con apego absoluto de las normas jurídicas. Sólo así se podrá 
restablecer la posibilidad de concordia y la convivencia.--- Para la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos existen evidencias de que durante los 
hechos violentos suscitados el 3 y 4 de mayo en los municipios de Texcoco y 
San Salvador Atenco, estado de México, algunos manifestantes rebasaron los 
límites de su derecho de manifestación, lícita y pacífica, así como el deber de 
obedecer la ley y los demás mandamientos legítimos de las autoridades 
competentes, sin embargo, esto, de ser así, no justificaría el hecho de que los 
elementos encargados de la seguridad y vigilancia del evento se excedieran en el 
uso de la fuerza pública, con lo que se pueden actualizar violaciones a diversos 
derechos fundamentales inherentes a la dignidad humana, tales como los 
relativos a la integridad física, a la legalidad, a la libertad sexual y a la seguridad 
jurídica previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en la Convención 
Americana Sobre Derechos Humanos, así como en los Principios Básicos Sobre 
el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de 
Hacer Cumplir la Ley, y en el Código de Conducta para Funcionarios Encargados 
de Hacer Cumplir la Ley.--- CONCLUSIONES.--- Primera. La Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos no se opone a la detención, sometimiento y 
aseguramiento de personas cuando su conducta esté prevista como delictiva por 
la legislación penal y las leyes autoricen el uso legítimo de la fuerza. Tampoco se 
opone a que los servidores públicos hagan cumplir la ley, pero sus actos deben 
realizarse conforme a los dispuesto en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en los tratados internaciones suscritos y ratificados por 
México, y en las leyes y los reglamentos aplicables.--- Segunda. Esta Comisión 
Nacional reitera hoy su petición hecha desde el 26 de enero de 2006, en la 
recomendación general 12, para que las autoridades federales, estatales y 
municipales correspondientes capaciten y evalúen periódicamente a los 
encargados de hacer cumplir la ley en los temas del uso de la fuerza, en todos 
los conocimientos que les son exigibles; entre ellos, técnicas de detención, 
sometimiento, aseguramiento, comportamiento de multitudes, y que cuenten con 
la capacitación suficiente en relación con la actuación apegada al respeto a los 
derechos humanos de todas las personas.--- Tercera. Los operativos en los 
cuales se pretenda utilizar la fuerza pública deben llevarse a cabo tomando las 
medidas necesarias para salvaguardar la seguridad de las personas ajenas a los 
hechos; tal y como se prevé en el numeral 5 de los Principios Básicos Sobre el 
Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de 
Hacer Cumplir la Ley.--- Cuarta. Al concluir la investigación se emitirá el 
pronunciamiento que conforme a derecho corresponda relacionado con la 
totalidad de las quejas que se presenten, lo cual no implica ignorar la necesidad 
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de adoptar, desde ahora, por parte de los gobiernos federal, estatal y municipal, 
diversas medidas, tales como iniciar formalmente las averiguaciones previas por 
los delitos derivados de agresiones sexuales y uso ilegítimo de la fuerza por 
parte de servidores públicos que intervinieron en los hechos, así como los 
procedimientos administrativos y dictar medidas que eviten la repetición de 
actos como los que se presentaron los días 3 y 4 de mayo de 2006”. 

14.- Copia Simple del escrito suscrito por Luisa Elena Pérez Escobedo, Jorge Santiago Aguirre Espinosa y 
Luis Arturo Macías Medina, como abogados del Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez 
A.C., por medio del cual presentan denuncia penal ante la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos 
Violentos Cometidos Contra la Mujer de la Procuraduría General de la Republica, por posibles hechos 
constitutivos de delitos sexuales en perjuicio de diversas personas del sexo femenino, detenidas el día cuatro 
de mayo de dos mil seis en el poblado de San Salvador Atenco, así como copia simple de la ratificación 
realizada ante la Fiscal Especial. 

15.- Ejemplar del informe preliminar sobre los hechos de Atenco, México, de la Comisión Civil Internacional 
de Observación por los Derechos Humanos, cuarta visita, veintinueve de mayo a cuatro de junio de dos mil 
seis, por medio del cual se recaban diversos testimonios de personas involucradas en los hechos que se 
suscitaron el tres y cuatro de mayo de dos mil seis en el poblado de San Salvador Atenco. En este informe se 
recaban testimonios para esclarecer los hechos y establecer conclusiones y recomendaciones pero 
únicamente referidos a lo que les sucedió a los pobladores; en el propio documento se dice que aunque no 
pretende recoger u ocultar los comportamientos contrarios a la ley protagonizados por algunos manifestantes 
(como el corte a las vías de comunicación, secuestro a policías o las lesiones ocasionadas a policías) éstos 
no fueron el objeto del trabajo realizado. 

16.- Copia simple del informe alternativo al Comité para la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer (CEDAW), “Violencia de estado contra mujeres privadas de libertad en México, 
el caso de San Salvador Atenco”; el cual concluye que las mujeres detenidas durante el operativo policíaco 
realizado en San Salvador Atenco, el tres y cuatro de mayo de dos mil seis, fueron violentadas física y 
psicológicamente, además de que los policías transgredieron la legislación nacional e internacional aplicable. 
Asimismo, que les fueron vulneradas sus garantías fundamentales. 

17.- Copia simple de un comunicado dirigido a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en el 
cual diversos grupos de personas, narran los hechos suscitados el tres y cuatro de mayo de dos mil seis, en 
San Salvador Atenco, Estado de México, y solicitan su intervención para que se pronuncie públicamente sobre 
ello y exhorte al Estado Mexicano para que investigue la violación a derechos humanos de las mujeres 
detenidas, se sancione a los responsables y se les repare el daño causado. 

Exponen que todo inició como un conflicto político local entre vendedores de flores y autoridades 
municipales, dicen que por malos manejos del conflicto se llegó a violencia innecesaria por parte de la policía 
federal y la estatal, “así como algunos hechos aislados de respuesta violenta” por parte del autodenominado 
Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra, lo que llevó a la brutalidad policíaca, a allanamientos de morada y 
detenciones arbitrarias indiscriminadas. Que se detuvo a doscientos diecisiete personas, de las cuales 
cuarenta y nueve son mujeres habitantes de Atenco, además de ciudadanas extranjeras e integrantes de 
movimientos sociales pertenecientes a organizaciones adherentes a la llamada “La Otra Campaña” 
(impulsada por el EZLN), a quienes se les dio trato inhumano y degradante, se les hicieron tocamientos, 
violaciones, agresiones sexuales, golpes en los genitales e insultos sexistas. 

Asimismo, confirman que no ha existido el clima de confianza en las autoridades para someterse a 
revisiones médicas y exigen la liberación de las presas. 

18.- Ejemplar de la revista denominada “Rebeldía”, de mayo de dos mil seis, publicación número 42, en la 
cual se publican diversos reportajes sobre los hechos ocurridos el tres y cuatro de mayo del mismo año en 
San Salvador Atenco. 

19.- Ejemplar de la revista denominada “Rebeldía”, de junio de dos mil seis, publicación número 43, en la 
cual se contienen diversos reportajes sobre los hechos ocurridos el tres y cuatro de mayo del mismo año, en 
San Salvador Atenco. 

20.- Ejemplar de la revista denominada “Huellas”, de quince de mayo de dos mil seis, publicación número 
321, en la cual aparecen diversos reportajes sobre los hechos ocurridos el tres y cuatro de mayo del mismo 
año, en San Salvador Atenco. 
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21.- Ejemplar de la revista denominada “Palabras de la Otra”, de once de mayo y treinta de junio de dos 
mil seis, publicaciones número especial y 05 respectivamente, las cuales publican diversos reportajes sobre 
los hechos ocurridos el tres y cuatro de mayo del mismo año, en San Salvador Atenco. 

22.- Ejemplar de la revista denominada “Cuadernos Feministas”, de enero-julio de dos mil seis, publicación 
número 27, en la cual aparecen diversos reportajes sobre los hechos ocurridos el tres y cuatro de mayo del 
mismo año, en San Salvador Atenco, sobre testimonios de ciudadanos extranjeros expulsados. 

23.- Ejemplar de la revista denominada “Critikus”, de junio de dos mil seis, publicación número 08, en la 
cual se publican diversos reportajes sobre los hechos ocurridos el tres y cuatro de mayo del mismo año, en 
San Salvador Atenco, con los antecedentes de la construcción que se pretendía del aeropuerto en dicho 
poblado. 

24.- Video sobre el operativo policiaco de elementos de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de 
México, en Texcoco y San Salvador Atenco, en el cual se aprecian detenciones por parte de la policía de 
civiles, gente a la que están golpeando brutalmente y de manera constante; aparece un hombre de tez 
morena con pantalón de mezclilla y chamarra de piel, quien es alcanzado por un grupo de policías y es 
golpeado con toletes y pateado, a quien posteriormente trasladan cargando para ser detenido, se le oye 
quejándose y de su cara escurre sangre y se puede ver a un policía que se acerca a darle una patada; 
también se ve a mujeres detenidas y pateadas; en otra imagen se ve a un hombre correr y tropezarse, 
momento en el que lo alcanza la policía y lo golpean entre todos; está también parte de las reacciones de la 
familia del menor que murió por impacto de bala; se grabó el operativo de policías cuando entran a diversos 
inmuebles a buscar a las personas que van a detener; así como la forma en la que los apilan en camionetas 
para trasladarlos. Muchas son imágenes de foto, otros recortes de periódicos y otras imágenes extraídas de 
los noticiarios de Televisa. Las imágenes muestran el coraje y el descontrol de los elementos policíacos. 

25.- Documento en presentación power point que consta en treinta y cinco imágenes, de las cuales varias 
son las fotos que se presentaron impresas y otras que aparecen en el video del punto anterior, y hay una que 
no se había mostrado con un policía pistola en mano. 

26.- Documental en video por medio del cual personas con acento español, recaban diversos testimonios 
de las personas detenidas en San Salvador Atenco, sobre los hechos ocurridos los días tres y cuatro de mayo 
de dos mil seis, con duración de diecinueve minutos treinta y tres segundos, donde varios de ellos dicen ser 
ajenos al problema, que se les informó de las acusaciones que se les imputan días después de habérseles 
detenido, acusaciones consistentes en secuestro por equiparación, portación de arma blanca, injurias y 
lesiones; que estuvieron incomunicados, que no se les respetó la garantía de contar con un abogado al 
momento de sus declaraciones; que en el momento se reservaron su derecho a declarar, pero quisieron 
denunciar los delitos de los cuales fueron objeto, y que el Ministerio Público no se los permitió aduciendo que 
si no querían declarar tampoco podían denunciar; otros muestran las heridas que dicen les ocasionaron los 
elementos de la policía, así como el testimonio de lo que les ocurrió a las mujeres detenidas. 

27.- Video en donde rinden testimonio supuestos policías del Estado de México, y hacen una narración 
sucinta de los hechos ocurridos el tres y cuatro de mayo de dos mil seis, en San Salvador Atenco, los rostros 
de las personas que dicen ser policías del Estado de México y que participaron en el operativo, no se pueden 
reconocer, ni se observan los rasgos fisonómicos de sus rostros, ya que el formato del video fue alterado 
posiblemente para preservar su identidad. 

En el testimonio, manifiestan que desde una noche antes no cambiaron la guardia, pues la instrucción fue 
entrar en la madrugada al poblado y a las casas en búsqueda de las personas que se encontraran ahí para 
detenerlas, que los mismos habitantes del poblado les señalaron las casas a las que deberían entrar; que 
detuvieron a todos los que se encontraban en las calles y a personas que aún se encontraban en la cama; 
que ellos reciben órdenes y no cuentan con capacitación ni equipo; que su sueldo es muy bajo y que ellos son 
quienes aparecen como los malos siempre; que se sienten indignados y avergonzados de lo que les obligaron 
a hacer y que ofrecieron disculpas por ello. 

28.- Video de los testimonios de Valentina Palma, chilena, y Cristina Vals, española, quienes fueron 
expulsadas del país y narran lo sucedido, la primera llevaba once años en México y estudiaba algo 
relacionado con el cine, por lo que dice que al enterarse de lo que estaba sucediendo en el poblado 
multicitado, acudió a grabar por lo que fue detenida y se le despojó de su material. La segunda dice haber ido 
como observadora civil. Ambas narran los malos tratos sufridos, las violaciones y la forma en que ilegalmente 
fueron deportadas y expulsadas del país. 
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29.- Copias simples de la sentencia de dieciocho de julio de dos mil seis, pronunciada en el juicio de 
garantías 634/2006-VI, promovido por Ignacio del Valle Medina y otros, ante el Juzgado Primero de Distrito en 
Materias de Amparo y de Juicios Civiles Federales en el Estado de México, contra actos del Juzgado Segundo 
Penal del Distrito Judicial en Toluca en Almoloya de Juárez, Estado de México, consistente en el auto de 
formal prisión decretado en contra de los quejosos (con motivo de los hechos ocurridos el tres y cuatro de 
mayo de dos mil seis en San Salvador Atenco). Sentencia que concedió el amparo para el efecto de que el 
Juez instructor deje insubsistente el auto de formal prisión impugnado y, con plenitud de jurisdicción, 
subsanando el vicio de motivación emita una nueva resolución. 

De todos los datos que se desprenden de las constancias relatadas, se advierte en forma clara un exceso 
de las autoridades policíacas en los hechos ocurridos los días tres y cuatro de mayo de dos mil seis, en los 
Municipios de Texcoco y San Salvador Atenco, Estado de México, pues según datos contenidos en ellos, pero 
sobre todo del trabajo de investigación realizado por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se 
advierte que hubo un gran número de personas lesionadas físicamente, e incluso pérdida de vidas humanas. 

Este dato tiene una gran importancia para la calificación de los hechos, que a juicio de este Tribunal Pleno 
prima facie sí tienen la calidad de graves violaciones a las garantías individuales, pues es una autoridad con 
vocación protectora de los derechos humanos, como es la Comisión Nacional de Derechos Humanos, quien 
realizó una investigación de los hechos y concluyó que constituyen una violación de garantías individuales, 
específicamente el derecho a la vida, a la integridad personal, a la libertad personal, a la libertad sexual, a la 
propiedad privada y al debido proceso; no obstante que, refiere dicha Comisión, existe la prohibición de la 
tortura y los malos tratos, tanto a nivel nacional como en el plano internacional de los derechos humanos, por 
el daño irreversible que se causa con esos actos. 

Por tanto, procede analizar si ese exceso de las autoridades puede redundar en la violación de alguna o 
algunas garantías individuales o derechos humanos fundamentales. 

Marco jurídico. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en sus artículos 14, párrafo segundo, 16 y 22, 
establece: 

“Artículo 14.- (…) 

Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho”. 

“Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 
competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento”. 

“Art. 22.- Quedan prohibidas las penas de mutilación y de infamia, la marca, los 
azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la 
confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales”. 

Como se advierte, nuestra Constitución Federal contempla como garantías individuales, que constituyen 
límites de actuación para las autoridades, el derecho a no ser afectado en sus personas, sino mediante un 
juicio que justifique la causa del procedimiento; y, sobre todo, prohíbe expresamente las penas de mutilación y 
de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie y cualesquiera otras penas 
inusitadas y trascendentales. 

Pero, además de lo anterior, nuestro Estado Mexicano ha ratificado instrumentos internacionales que 
protegen el derecho a la integridad personal y prohíben la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, y establecen obligaciones específicas a los Estados Parte, en cuanto a la capacitación del 
personal encargado de realizar funciones de seguridad pública. 

En efecto, el veinticuatro de marzo de mil novecientos ochenta y uno, México ratificó tanto el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y el 
veintitrés de enero de mil novecientos ochenta y seis, el Convenio Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes; instrumentos que, en la parte que interesa a este asunto, disponen lo 
siguiente. 

El artículo 7o. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, señala que: 

“Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes”. 
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Por su parte, el numeral 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, refiere lo siguiente: 

 “1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 
moral. 2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el 
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. 

Y en congruencia y desarrollo de esos derechos, el Convenio Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, dispone en sus artículos 2o., 10, 11, 12 y 14, lo siguiente: 

“Artículo 2o.- 1.Todo Estado Parte tomará medidas legislativas, administrativas, 
judiciales o de otra índole eficaces para impedir los actos de tortura en todo 
territorio que esté bajo su jurisdicción.--- 2. En ningún caso podrán invocarse 
circunstancias excepcionales tales como estado de guerra o amenaza de guerra, 
inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública como 
justificación de la tortura.--- 3. No podrá invocarse una orden de un funcionario 
superior o de una autoridad pública como justificación de la tortura”. 

“Artículo 10.- Todo Estado Parte velará por que se incluyan una educación y una 
información completas sobre la prohibición de la tortura en la formación 
profesional del personal encargado de la aplicación de la ley, sea éste civil o 
militar, del personal médico, de los funcionarios públicos y otras personas que 
puedan participar en la custodia, el interrogatorio o el tratamiento de cualquier 
persona sometida en cualquier forma de arresto, detención o prisión.--- 2. Todo 
Estado Parte incluirá esta prohibición en las normas o instrucciones que se 
publiquen en relación con los deberes y funciones de esas personas”. 

“Artículo 11.- Todo Estado Parte mantendrá sistemáticamente en examen las 
normas e instrucciones, métodos y prácticas de interrogatorio, así como las 
disposiciones para la custodia y el tratamiento de las personas sometidas a 
cualquier forma de arresto, detención o prisión en cualquier territorio que esté 
bajo su jurisdicción, a fin de evitar todo caso de tortura”. 

“Artículo 12.- Todo Estado Parte velará porque, siempre que haya motivos 
razonables para creer que dentro de su jurisdicción se ha cometido un acto de 
tortura, las autoridades competentes procedan a una investigación pronta e 
imparcial”. 

“Artículo 14.- 1. Todo Estado Parte velará por que su legislación garantice a la 
víctima de un acto de tortura la reparación y el derecho a una indemnización 
justa y adecuada, incluido los medios para su rehabilitación lo más completa 
posible. En caso de muerte de la víctima como resultado de la tortura, las 
personas a su cargo tendrán derecho a indemnización.--- 2. Nada de lo dispuesto 
en el presente artículo afectará a cualquier derecho de la víctima o de otra 
persona a indemnización que pueda existir con arreglo a las leyes nacionales”. 

Como se advierte, los instrumentos internaciones citados, que constituyen norma interna en términos del 
artículo 133 de la Constitución Federal, prevén el derecho absoluto que tiene toda persona a que se respete 
su integridad personal, lo que implica una protección contra la tortura y cualquier otra pena o trato cruel, 
inhumano o degradante. 

Así, el Estado mexicano, al suscribir y ratificar los instrumentos internacionales en cita, asumió un conjunto 
de obligaciones tendentes a garantizar cada uno de los derechos humanos contenidos en dichos 
instrumentos; lo que implica el deber de abstenerse de conculcar esos derechos. Es decir, nuestro Estado 
tiene el deber de garantía, el cual implica obligaciones de prevenir, investigar y sancionar toda violación de los 
derechos humanos recogidos en los instrumentos internacionales. 

En ese orden de ideas, si de las investigaciones realizadas por la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, y de las restantes pruebas aportadas por Bárbara Zamora López, se desprende que las 
autoridades policíacas afectaron físicamente a un gran número de personas, en forma cruel e inhumana, es 
de concluirse que prima facie sí violaron sus garantías y derechos humanos fundamentales. 
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Y no es el caso de estimar que esa afectación de garantías obedece al derecho de reacción del Estado 
ante un ataque, pues el propio Convenio Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, dispone que los 
Estados Parte no podrán invocar circunstancias excepcionales como justificación de actos que impliquen 
tortura, así como también, establece su obligación de capacitar a los encargados de velar por la seguridad 
pública, para que al realizar cualquier tipo de detención no incurran en actos crueles e inhumanos, como 
acontecieron en el caso concreto. 

Además, el Estado no puede luchar contra los violadores de la ley sin respetar sus propias reglas, ya que 
uno de sus fundamentos es la racionalización del poder y la seguridad de los ciudadanos, lo que sin duda no 
se ve satisfecho cuando se elimina la razón del ejercicio del poder y se convierte en fuerza bruta, atentando 
contra la ciudadanía al no respetar las reglas mínimas aplicables al caso. 

Gravedad de los hechos. 

Ahora bien, ¿esas violaciones pueden considerarse como graves para justificar el ejercicio de la facultad 
de investigación? 

Este Tribunal Pleno considera prima facie que sí, pues, como se dijo anteriormente, se considera una 
violación de garantías individuales es grave cuando tiene un impacto trascendente en la forma de vida de una 
comunidad, alterándola, ya sea que la violación se presente en perjuicio de una persona o de un grupo de 
personas. 

En efecto, de acuerdo con los antecedentes del caso, y sobre todo con los datos que revela la 
investigación realizada por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se advierte claramente que los 
hechos ocurridos en Texcoco y en San Salvador Atenco, los días tres y cuatro de mayo de dos mil seis, han 
trascendido a la vida de esa comunidad, pues resulta evidente que ante la manifestación ilimitada de la fuerza 
pública de que el Estado dispone, sin cumplir el mandato constitucional y el compromiso internacional de 
respetar la integridad física y emocional de las personas, los habitantes de Texcoco y San Salvador Atenco 
vivieron ─y algunos tal vez lo vivan todavía─ un estado de incertidumbre emocional y jurídica, con la 
consecuente afectación a la forma de vida de esa comunidad, ya que resulta lógico que vivan en la zozobra 
ante autoridades que ejercen ilimitadamente la fuerza pública, al grado de desconocer los derechos humanos 
que reconoce nuestro marco jurídico. 

En esas condiciones, este Tribunal Pleno concluye que los hechos ocurridos en los Municipios de Texcoco 
y San Salvador Atenco, Estado de México, los días tres y cuatro de mayo de dos mil seis, prima facie sí 
constituyen una violación grave de garantías individuales, y por ende, se ejerce la facultad de investigación 
prevista en el artículo 97, segundo párrafo, de la Constitución Federal. 

QUINTO.- Precisado lo anterior, conviene señalar cuáles serán los aspectos que debe tomar en cuenta la 
Comisión investigadora. 

En principio, conviene destacar que, como se precisó en las consideraciones precedentes, en el caso se 
estima acreditada prima facie la existencia de violaciones graves de garantías individuales y derechos 
humanos fundamentales por parte de las autoridades policíacas que intervinieron en los hechos ocurridos los 
días tres y cuatro de mayo de dos mil seis, en los Municipios de Texcoco y San Salvador Atenco, Estado de 
México; por tanto, la investigación no deberá centrarse sobre si existieron o no dichas violaciones, pues ya 
que se tienen por demostradas; pero, en todo caso, sí podrían complementarla. 

Así, los Comisionados deberán investigar: ¿por qué se dieron esas violaciones?, ¿alguien las ordenó?, 
¿obedeció a una estrategia estatal o al rebasamiento de la situación y a la deficiente capacitación de los 
polícias?, etcétera. 

Ello con un doble objetivo: el primero, para que la sociedad mexicana y la comunidad internacional, y 
sobre todo, los habitantes de los Municipios de Texcoco y San Salvador Atenco, Estado de México, conozcan 
el por qué ocurrieron esos hechos que constituyen una violación grave a las garantías individuales y derechos 
humanos; con lo cual se puede contrarrestar ese estado de incertidumbre y afectación en la vida de la 
comunidad, que generaron los hechos y que motivaron la gravedad de las violaciones y, por ende, el ejercicio 
de la facultad, pues ello dará confianza en que el Estado se interesa por la defensa de los derechos humanos 
fundamentales de los gobernados, al hacer que se respeten los límites que permiten la convivencia armónica 
de la sociedad. 

El segundo objetivo, que depende del resultado del primero, permitirá, en su caso, que esta Suprema 
Corte establezca criterios sobre los límites de la fuerza pública; y en su caso, haga llegar a las 
autoridades competentes su opinión sobre las formas de reparación de la violación de garantías, ya sean 
jurídicas o civiles; así como también, en su caso, la opinión sobre posibles responsabilidades civiles, penales, 
administrativas o políticas. 
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SEXTO.- En atención a todo lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el párrafo segundo del 
artículo 97 constitucional, que confiere a este Pleno la facultad de “nombrar alguno o algunos de sus 
miembros o algún Juez de Distrito o Magistrado de Circuito, o designar uno o varios comisionados 
especiales,..” y en virtud de su experiencia, se nombra a los Magistrados de Circuito Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alejandro Sergio González Bernabé, como las personas encargadas de realizar la investigación a 
que se refiere esta Solicitud. 

Los Magistrados de Circuito estarán en aptitud de formar su equipo de trabajo con quienes estimen 
pertinente, con la autorización del Pleno de esta Suprema Corte y, de ser el caso, notificando lo que 
corresponda al Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, para que se tomen las medidas necesarias a 
efecto de no interrumpir la debida marcha de la impartición de la justicia federal. 

Los Magistrados comisionados contarán con el apoyo presupuestal necesario para realizar su encomienda 
a cargo de esta Suprema Corte y habrán de rendir su informe al Pleno a la brevedad que permitan las 
investigaciones, para que sea éste mismo quien finalmente dictamine si existe la posibilidad de que existan 
responsabilidades políticas, penales, civiles o administrativas, que deban ser tratadas por las autoridades 
competentes. 

Por lo expuesto y fundado se resuelve: 

PRIMERO.- En términos de lo dispuesto en el artículo 97, párrafo segundo, constitucional, investíguense 
los hechos acaecidos el tres y cuatro de mayo de dos mil seis en los Poblados de Texcoco y San Salvador 
Atenco, Estado de México. 

SEGUNDO.- Para realizar dicha investigación se comisiona a los Magistrados de Circuito Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alejandro Sergio González Bernabé, asistidos por otros funcionarios, quienes iniciarán sus 
funciones a partir del veintiuno de febrero de dos mil siete. 

TERCERO.- Concluida la investigación por parte de los Magistrados, infórmese a este Tribunal en Pleno 
de los resultados a que se llegue, para que en su oportunidad se acuerde lo que en derecho proceda. 

CUARTO.- Los gastos que esta investigación origine serán expensados por esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, con cargo a su presupuesto. 

QUINTO.- Notifíquese la presente determinación al Ejecutivo Federal y al Ejecutivo del Estado de México, 
para los efectos correspondientes. 

SEXTO.- Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación. 

Así lo resolvió el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de siete votos 
de los Ministros Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Góngora Pimentel, Sánchez Cordero, 
Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia. Los señores Ministros Aguirre Anguiano, Gudiño Pelayo, Azuela 
Güitrón y Valls Hernández, votaron en contra y a favor del proyecto y reservaron su derecho de formular, en 
su caso, votos particulares o de minoría. Los señores Ministros Franco González Salas, Cossío Díaz, Luna 
Ramos y Góngora Pimentel, reservaron su derecho de formar, en su caso y oportunidad, votos concurrentes o 
aclaratorios. 

Firman los señores ministros Presidente y encargado del engrose, con el Secretario de Acuerdos, que 
autoriza y da fe. 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia.- 
Rúbrica.- Encargado del Engrose: Ministro Juan N. Silva Meza.- Rúbrica.- Secretario General de Acuerdos: 
José Javier Aguilar Domínguez.- Rúbrica. 

LICENCIADO JOSE JAVIER AGUILAR DOMINGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de cuarenta fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con su original que corresponde a la resolución dictada por el Tribunal Pleno en 
el expediente relativo a la solicitud número 3/2006 de ejercicio de la facultad de investigación, formulada por el 
señor Ministro Genaro David Góndora Pimentel. Se certifica para su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación, en cumplimiento de lo ordenado en el punto Sexto resolutivo de la sentencia dictada por el 
Tribunal Pleno el seis de febrero de dos mil siete.- México, Distrito Federal, a veintidós de febrero de dos mil 
siete.- Conste.- Rúbrica. 


